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DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Oscar Groba y Jorge Pozzi. 


INVITADOS: Por SUTIGA, señores Gustavo Aysa, Secretario General; Aníbal Rodríguez, Directivo; 
José Muniz, Comité de Base Los Cedros; Juan Carlos Rodríguez, Intersindical Paso de los 
Toros; y Carlos Salaberry, Sindicato del INAU. 


Por la Empresa Rogelio Martinelli S.A., señores Ángel Martinelli, Directivo, Horacio 
Fernández y Hugo Montgomery, asesores. 


Por Ex- Trabajadores de Salto Grande, señores Hugo Aplanal, Presidente; Benjamín 
Moreira; y doctora Lucila García Da Rosa, asesora. 


Por SUGHU, señores Oscar Andino, Secretario Departamental de AFUC; Fernanda 
Aguirre, Secretaria General de SUGHU; Alvaro Manganello, Graciela Olivera, Federico 


Galeano, Rodolfo Ferreira, asesor; Vanesa Serra, María Gutiérrez, Nicolás Cavelli, María 
José Sosa, Sergio Pagola y Tatiana Guerra. 


Por la Unión de Sindicatos Policiales, señores Richard Ferreira, Gustavo Fugues, Fabricio 
Ríos y Luis Murín. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de SUTIGA-FUECI, integrada por el señor Gustavo 
Aysa, Secretario General de SUTIGA; el señor Aníbal Rodríguez, Directivo de SUTIGA; el señor José 
Muníz, del Comité de Base "Los Cedros"; el señor Juan Carlos Rodríguez, de la Intersindical de Paso de los 
Toros, y el señor Carlos Salaberry, del sindicato del INAUÚ. 


SEÑOR AYSA.- Hemos venido aquí a plantear dos situaciones muy graves. Una refiere a la parte 
laboral y la otra a los convenios que existen con el INAU, porque sabemos que hay niños y 
discapacitados abandonados por diferentes razones. 


Puntualmente nos queremos referir al Hogar "Los Cedros". En la parte laboral hay un mandato del INAU, 
que lo siguen diversos sectores, como AUDEC, ANONG y la Iglesia Anglicana. El INAU promueve que 
todos estos hogares lauden por el Grupo 16-07, Enseñanza No Formal, y no por el Grupo 20, Entidades 
Gremiales, Sociales y Deportivas. 


La clasificación se hace no porque nosotros queramos, sino porque hay una Comisión tripartita en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que determina en qué sector están. Ya hay varias entidades 
clasificadas en el Grupo 20. A pesar de ello, INAU dice que se deben pagar los salarios que establece el 
Grupo 16-07. En el Hogar "Los Cedros" -sucede también en otras instituciones, por lo menos en las que se 
terceriza- no pagan y se maltrata a los trabajadores, lo que trae aparejado problemas con los niños. El 
compañero del Hogar "Los Cedros" se va a referir en particular a esa situación. 


Cabe destacar que los juicios que hemos llevado adelante los hemos ganado todos: se arreglan en el 
Ministerio en la primera instancia o se gana el juicio. Eso quiere decir que la jurisprudencia avala a quienes 
están en este Grupo y quien paga es Juan Pueblo, todos nosotros. 


Se hizo un juicio al Hogar "Los Cedros" y ganaron los trabajadores; y se anunció que iba a cerrar en 
diciembre. Nosotros pensamos que podría suceder lo mismo que pasó en Retoño 1 y Retoño 2 hace alrededor 
de cinco años que, amparados por el INAU cambiaron el nombre de la institución, que pasó de ser AUDIC a 
AIR. Los trabajadores de AUDIC reclamaron lo que les correspondía por el Grupo 20, pero no les pagaron. 
Entonces, dieron la baja a los compañeros en forma voluntaria y los tomaron en AIR 


Por esa razón quedaron veintiséis trabajadores en la calle. Posteriormente lucharon y ganaron los despidos. 
Hasta el día de hoy, AIR está pagando lo establecido por el Grupo 16-07. 


Por otra parte, queremos resaltar la situación que viven los niños debido a los diversos problemas que 
acarrean estos reclamos porque las Directivas de las instituciones se pelean con los trabajadores. Nosotros 
hemos denunciado estos hechos a la División Convenios del INAU, no solo el caso del Hogar "Los Cedros", 
sino también de otros de los que hemos tenido conocimiento. El INAU no hace absolutamente nada; no 
vemos resultados. El trato sigue igual. Lo que más nos preocupa es que en esas instituciones se maltrate a los 
trabajadores delante de los niños. También hemos denunciado que hay lugares donde no se atiende a los 
niños como se debería. Hay niños que tienen dos o tres años de edad que no saben lo que es un perro porque 
no los sacan a pasear, teniendo posibilidades de hacerlo. 


Quiero señalar también que hay una funcionaria de un hogar a la que hace un año le dieron un niño; no tiene 
ningún papel y tampoco ayuda económica. Sabemos que la hija de la Directora tiene a la hermana de este 
niño. Se habló respecto de esta situación con la Directoria de Convenios, Fanny González, con al Director 
Ferrando y con la Coordinadora Beatriz Scarone, pero todavía no existe ningún papel, y no sabemos adónde 
va la plata que esta dando el INAU. Ante esta situación, nos preguntamos qué estamos haciendo. ¿Regalamos 


chiquilines? ¿El INAU controla? Hemos hecho muchas denuncias con respecto a la actuación de algunos 
hogares, pero no ha ocurrido nada. Lamentablemente, donde hemos tenido mayores problemas es en las 
instituciones que mencionamos hoy: AUDEC -Asociación Uruguaya de Educación Católica,-ANONG- - 
Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales- y la Iglesia Anglicana. Estas asociaciones no 
les pagan a los trabajadores, lo que perjudica a los niños. En cambio, hay otros hogares privados, formados 
por gente común, por vecinos, ubicados en pueblos, con los que no tenemos problemas y pagan lo establecido 
para el Grupo 20. Se preocupan mucho para conseguir la plata para pagar los gastos que no pueden cubrir con 
lo que les da el INAUÚ. 


Por otra parte, quiero señalar que el convenio se hace en base a cuánto se va a pagar por niño. Según la 
condición del niño es lo que se paga. Se paga un precio sí es discapacitado, un precio si es bebé, etcétera. Me 
parece que así no fomentamos la formación de un ciudadano como corresponde. Hoy tenemos problemas de 
seguridad en los que la minoridad está involucrada, -y eso es lo más grave. ¿Cuántos centenares o miles de 
niños estamos preparando para el futuro? No hay ningún proyecto. Lo único que hace el INAU es hablar con 
las Directivas y discutir en teoría lo que van a hacer, pero ni siquiera se acercan a los niños. -Lo único que 
hace el INAU es ir a hablar con las Directivas en un escritorio y discutir en teoría lo que van a hacer, pero ni 
siquiera se acercan a los niños ni a los trabajadores; parece que fueran extraterrestres. Nosotros entendemos 
que tiene que haber una unidad entre todos por los chiquilines. ¿Qué vamos a hacer? ¿Queremos que sean 
delincuentes o gente de bien, que trabaje para sí y para el futuro del país? 


SEÑOR MUNIZ.- Trabajo en el Hogar "Los Cedros", de Paso de los Toros, desde 2005. 


Nos han comunicado que el hogar se cerrará el 31 de diciembre y estamos muy dolidos por eso, porque es la 
consecuencia de un fallo judicial emitido el 29 de agosto a favor de los trabajadores, por el que se reconoció 
la categoría a la que pertenecemos, que es el Grupo 20, "Entidades Gremiales, Sociales y Deportivas", 
aunque nos pagaban como si nos correspondiera el Grupo 16, "Educación no formal". El motivo que se 
esgrimió para el cierre del hogar es el fallo que acabo de mencionar, favorable a los trabajadores. 


Yo no vengo a hablar solamente por los compañeros que están sindicalizados, sino por todos, como he 
manifestado públicamente. Esto nos genera un gran problema, por la situación que están viviendo los 
chiquilines. Hoy tenemos diecinueve chicos y cuando se cierre el hogar, algunos quedarán a la deriva, ya que 
su familia está destruida y no tienen adónde ir. Lo digo con propiedad porque trabajo ocho horas todos los 
días allí. Es doloroso escucharlos decir que no tienen adónde ir. 


Si es cierto que se va a cerrar, hay que tener en cuenta que es una responsabilidad muy grande. Sé que han 
depositado la culpa en los trabajadores, pero no es así. Lo único que hicimos nosotros fue un reclamo por 
algo que estábamos seguros de que nos correspondía. 


Asimismo, es lamentable la manipulación que se ha realizado con los chiquilines, a quienes se les ha dicho 
que el hogar cierra por culpa de los trabajadores. Lo dijeron públicamente y, además, tenemos documentación 
que lo demuestra y que podemos hacer llegar a la Comisión. Esto nos ha obligado a tener enfrentamientos 
con adolescentes -hay chicos hasta de dieciocho años- que nos han venido a reclamar que cierran el hogar por 
nuestra culpa, lo que es difícil de sostener porque, a veces, tenemos fuerza para encararlo, pero otras, nos 
caemos porque somos parte de ellos. 


Nos duele mucho esta situación. Hemos procurado recorrer todos los caminos posibles en busca de una 
solución y se nos ha escuchado, pero no se ha hecho nada. Hablamos con el Obispo de Florida, que es quien 
da la personería jurídica. El nos escuchó, pero se ve que el problema somos nosotros. 


Con todo esta situación se está poniendo un precio a los chiquilines, que valen mucho más que esto. En 
muchos momentos quisimos renunciar a una partida; estuvimos negociando para dársela y no cobrar nada. 
No les sirvió de nada; no tomaron en cuenta nuestras preocupaciones. Lo lamentable de todo esto es que la 
información que se dio a todos los chiquilines -tenemos de tres a dieciocho años de edad -es que el hogar 
cierra por culpa de los trabajadores, y tenemos cómo demostrarlo. 


Nosotros ya hemos recorrido todos los caminos sin encontrar solución y hemos concurrido aquí para ver qué 
pueden hacer ustedes. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Juan Carlos).- Quiero hacer algunos aportes a lo que han dicho los 
compañeros. 


Nosotros responsabilizamos en todo momento al INAU porque los fondos que se están usando son del 
Estado, de la sociedad, y los niños también. Es importante destacar esto. 


A su vez, se han lesionado derechos de los trabajadores -la Justicia lo ha reconocido- y de los propios niños 
internados. 


El conflicto se desata a raíz de un reclamo salarial que hacen los compañeros, en primera instancia, en buenos 
términos, tratando de negociar y de llegar a acuerdos, pero para esto no encontraron un interlocutor porque 
había un esquema planteado que apuntaba a que eso no sucediera. Se dijo que había una sociedad civil, pero 
después, con la intervención del plenario, descubrimos que no era así, que la persona jurídica que había 
detrás era la Iglesia, la Diócesis de Florida, que estaba distante porque el hogar es en Paso de los Toros y 
porque su representante legal estaba en el departamento de Rivera. Todo este esquema hacía bien difícil que 
se encauzara un diálogo. 


Es así que los compañeros acudieron a la Justicia con sus reclamos. Un tiempo después también intervino la 
Intersindical para encontrar ese ámbito que era difícil de lograr. Lejos de eso, lo que encontramos fue 
represión hacia los trabajadores sindicalizados, y tenemos documentos que avalan esto, porque siempre nos 
manejamos responsablemente con este tema, primero, por los compañeros, pero también teniendo en cuenta a 
los niños. Llegó a suceder que la abogada que defendía a la empresa ante la Justicia bajó al ámbito laboral, 
reprimiendo duramente a los trabajadores en una actitud poco creíble en estos tiempos, inclusive atacando a 
alguna compañera con cuestiones personales. 


Me parece bueno destacar esto porque complementa un poco lo expresado por los compañeros. 


Responsabilizamos al INAU también porque en todo momento estuvieron presentes sus funcionarios. 
Encontramos responsabilidad porque hubo variantes en las dos oportunidades en que estuvimos ante la 
División Convenios, en representación de la Intersindical de Paso de los Toros. En la primera instancia, 
encontramos una buena disposición y compromiso para cumplir su rol de control del convenio, que 
relacionaba al INAU con la empresa, que era la Diócesis de Florida. Eso no se mantuvo en los hechos, pero 
tampoco en la segunda instancia en que estuvimos ante la División Convenios, donde encontramos muy poca 
disposición y evasivas frente a nuestras consultas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Aníbal).- Esta situación que venimos a denunciar acá y que están teniendo 
los trabajadores debido al posible cierre del hogar -que es algo medio ficticio, porque lo que va a 
suceder es que cambiará de nombre y no querrá reconocer la deuda que hoy tiene con los trabajadores, 
que la propia Justicia obliga a que se pague -es algo que hemos visto en diferentes hogares a lo largo y 
ancho del país; ha sucedido en Salto y en Colonia. Y el maltrato a los niños lamentablemente es algo 
que sucede en casi todos los hogares del país: Florida, Maldonado, Paysandú, Artigas, etcétera-. 
Nosotros no tenemos el 100% de los hogares organizados sindicalmente, pero en todos aquellos que 
tenemos organización, se ve esta situación. 


El INAU no tiene un proyecto claro para equis cantidad de tiempo, por ejemplo, dirigido a veinte niños que 
tienen determinado problema, y que contemple, además, cómo se debe cumplir con los trabajadores. No 
existe eso; simplemente a los hogares se les da equis cantidad de dinero por niño, en función de la edad y del 
problema que tiene. Después, el INAU se lava las manos; no termina siendo el responsable directo que debe 
ser. No olvidemos que la gran mayoría de estos niños no tiene a nadie, y el que tiene alguien, lo depositó allí 
-vaya a saber por qué razón -para que le den atención. Muchas veces, al único que tienen al lado es al 
trabajador. Este tipo de problema, en otro sector de la actividad, es motivo de medidas de lucha. Reitero que 
no se cumple con el convenio y no se pagan las deudas que tienen que pagar. Además, muchas veces los 
niños se ven afectados por el maltrato. Hemos comprobado que en diferentes hogares hay niños que pasan a 
sopa tres o cuatro días, porque el adecuado control del uso del dinero no es tal. Eso es lamentable. Inclusive, 
en algunos hogares muchos trabajadores han pasado sin cobrar su salario durante dos meses en procura de 
cubrir las necesidades de los niños. Esas son los hechos que como sindicato resaltamos todos los días. Los 
trabajadores hacen este tipo de trabajo por vocación, más allá de que no tienen capacitación. 


Queremos plantear estos aspectos para ver si podemos empezar a trabajar de otra manera. 


SEÑOR SALABERRY.- Ante todo quiero agradecer a los integrantes de la Comisión el tiempo que nos 
prestan para plantear esta situación. 


Realmente, necesitamos que alguien intervenga en todo esto. Creemos que este lugar es un espacio adecuado 
en la estructura política del país para poder interceder. 


Me gustaría destacar que a partir de un hecho puntual, de un proceso laboral ordinario, de un reclamo, se 
desnuda todo lo que tiene que ver con la política de tercerizaciones, vinculada a la atención de niños y 
adolescentes. 


Como bien señaló el compañero Aysa existen cámaras patronales que tienen un acuerdo tácito. Esta no es una 
situación excepcional, sino que se trata de un patrón de conducta. Cuando los trabajadores se organizan y 
empiezan a reclamar sus derechos, comienza una represión sindical sistemática apuntando a destruir esa 
organización bajo este mecanismo, bastante expeditivo, que consiste en cerrar la asociación civil y abrirla con 
otro nombre, desconociendo las deudas y, obviamente, dejando sin trabajo a los compañeros que toman la 
iniciativa de organizarse. 


Acá no estamos hablando de la producción de mercancías, sino de la vida de niños y de adolescentes. Los 
trabajadores son sus referentes personales. Estamos hablando de niños que hoy están en una organización y 
pasan a otro tipo de lugar por razones de orden económico; estamos hablando de sus vidas y de sus proyectos 
de vida. Entonces, esto debe encauzarse desde otro lugar. Desde nuestro punto de vista no se puede admitir 
que las cámaras patronales, con la connivencia del INAU, operen de esta manera y coloquen en una situación 
de indefensión a los trabajadores, afectando indirectamente a la población que atienden. Cuando los 
trabajadores se organizan en cualquier punto del país y reclaman sus derechos, aparece un grupo de 
organizaciones gremiales de las asociaciones civiles que expresan este patrón de conducta, que tiene que ver 
con cerrar el convenio, cambiarle el nombre y despedir a los trabajadores. Para nosotros esta es una situación 
muy grave, porque la mayor parte del presupuesto del INAU se ejecuta a través de convenios. Se trata de un 
presupuesto importante. 


Creemos que hay un campo de acción, cuya reglamentación necesariamente debe afinarse y deben hacer más 
controles a fin de -brindar garantía a los trabajadores. ¿Cómo se puede trabajar con una población con 
derechos vulnerados, si los propios responsables de esas organizaciones violan los derechos de los 
trabajadores? Esta es una situación que se viene dando desde hace mucho tiempo. Concretamente, desde 
nuestro sindicato pensamos que esta situación tiene que ver con la esencia de la política de la tercerización, 
es decir, delegar una responsabilidad para exonerar a quien financia -que es el Estado -de todo este tipo de 
manejo. Se supone que son organizaciones sin fines de lucro pero es evidente que participan de un circuito de 
crédito muy importante. 


Para nosotros es importante que el Parlamento tome cartas en este asunto, particularmente en lo que tiene que 
ver con el Hogar Los Cedros, que tiene la espada de Damocles encima, porque está anunciado su cierre para 
fines de este año. Esto implica una perla más en este collar. Reitero: sería importante que desde el Parlamento 
se tomen algunas medidas -los señores Diputados sabrán cuáles serían las más efectivas, Sen primer lugar, 
para evitar el cierre y, en segundo término, para abordar la política de tercerizaciones en lo que tiene que ver 
con las políticas sociales. 


SEÑOR PUIG.- Aquí se han planteado varios temas. 


El reclamo de los trabajadores ante el desconocimiento de derechos elementales que tiene cualquier 
trabajador, pertenezca a la industria del metal -aunque últimamente no se le reconocen muchos derechos a los 
trabajadores del metal- o a una institución dedicada no a la tarea de guardería, sino a la formación de 
personas. Muchas veces, en este tipo de actividad, se empieza por desconocer los derechos de los 
trabajadores. Por tanto, uno tiene todo el derecho a pensar que en realidad los niños que están allí no están en 
una situación muy buena, porque si esta es la forma de proceder con los trabajadores, no creo que sea distinta 
con los niños. 


Hay que reivindicar los derechos de los trabajadores. Si como dice la delegación, está planteado cerrar este 
Hogar y abrirlo con otra firma, estamos ante una burda situación, como muchas otras que se dan en el país. 
Por tanto, esta Comisión tiene que plantear la situación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al 
INAU. Generalmente, los convenios tienen determinadas bases que se deben respetar. Esta situación es de 
inestabilidad, porque los niños que están allí saben que se va a cerrar la institución. No me parece que esto 
ayude mucho a la formación de esos gurises. 


Hay dos aspectos a considerar. Uno de ellos es reivindicar el derecho de los trabajadores, para lo cual se debe 
tener en cuenta el papel de la Inspección General del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y también de 
esta Comisión. Asimismo, -debemos conversar con el Directorio del INAUÚ, porque me interesa saber cuántos 
convenios de este tipo hay -tengo idea que hay unos cuantos, cuáles son los mecanismos de control, cuáles 
las responsabilidades que tiene el INAU con una ley sobre tercerizaciones vigentes. 


También hay que pensar qué va a pasar con los créditos impagos de los trabajadores. ¿Quién se va a hacer 
cargo de esa situación? Si esta institución dependiente de la Diócesis de Florida no la resuelve, terminará 
siendo solventada por el Estado, o sea, por el conjunto de la sociedad. Pero eso es un segundo paso. Lo 
primero es reivindicar los derechos de los trabajadores. 


Además, me interesa saber qué evaluación hace el INAU de esta situación y del conjunto de convenios que 
tiene. Acá están planteadas la relación con los trabajadores y la situación de los niños. En cuanto a la 
situación de los niños, se debe hablar con el INAU, a fin de conocer cuántas son las instituciones 
involucradas, cuáles son los controles, qué dinero destina el Estado y cómo se controla. 


No digo que este sea el caso de esta institución que tiene convenio con el INAU, pero en el mundo hay un 
negocio rentable, que es el de la "solidaridad" -entre comillas. Creo que deberíamos ir a fondo para conocer 
la opinión del INAU. Quizá, tiene una posición diametralmente opuesta que nos demuestra que esto no es así. 
Hace falta analizar toda esta situación. La reivindicación de valores debe ser permanente, 
independientemente del Gobierno que esté. Acá siempre hemos reivindicado la defensa de los derechos de los 
trabajadores y los derechos humanos en general. Por tanto, ese aspecto tiene que estar presente en cualquier 
situación. 


Reitero: me parece conveniente invitar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al INAU. 


SEÑOR OLIVERA.- Coincido en el planteo que realizó el señor Diputado Puig en cuanto a la 
reivindicación de los trabajadores 


Se han hecho dos denuncias muy importantes. Una de ellas tiene que ver con los legítimos derechos de los 
trabajadores y, la otra, con los derechos humanos, dado que hay e maltrato hacia los niños. Pueden estar 
sucediendo dos situaciones: se trata a los niños como mercancía por estar excedidos en su capacidad de 
atención, y violan así los derechos humanos, o algo que sería aún más grave, existe un maltrato específico a 
partir de una orden o criterio. Ahí ya estaríamos hablando de responsabilidad individual, porque nadie puede 
maltratar a otro ser humano, a un niño, porque le den la orden o porque, simplemente, se le antoja hacerlo. 


Creo que hasta debería intervenir la Justicia Penal. Si hablamos de maltrato intencionado, eso es un delito. 
No podemos dejar pasar por alto esta situación. Es más: deberíamos separar claramente el derecho legítimo 
de los trabajadores y la situación específica de los internados que, como se expresó aquí, ni siquiera salen del 
hogar; quiere decir que están en cautiverio. 


Hay una situación compleja que hace al objetivo. Todos sabemos que el objetivo es que el niño no genere 
empleo sino que reciba atención y que los trabajadores perciban su legítima remuneración por atenderlos, con 
sus derechos y obligaciones. Ese es el criterio, pero no la existencia del Hogar como generador de empleo, 
sino del Hogar como lugar de atención y contención de los niños. 


Considero imprescindible hablar con el INAU porque queda sobrevolando la omisión de la fiscalización de 
los hogares en los que ellos depositan la confianza y, de alguna manera, delegan el cuidado y el desarrollo de 
esos niños. Por lo tanto, tenemos dos tareas: una imprescindible, que no admite la menor discusión, que 
refiere a los derechos de los trabajadores, y la otra, que tiene que ver con una discusión pendiente que hace a 
los derechos de los internados. Habrá que explicar cuántos son, cuál es el número ideal de personas para 


atenderlos, cuál es la contraprestación que se pide y quiénes ejercen los controles. Digo esto porque el hecho 
de que se lo den a un tercero no exime las responsabilidades del Estado en cuanto a esos niños. 


SEÑOR AYSA.- Como sindicato, reivindicamos los derechos de los trabajadores. Sin embargo, en el 
día de ayer, llamamos a la señora Fany González, Directora de Convenios, para reiterarle una 
denuncia que los compañeros venían haciendo desde hace meses. En un Hogar hay cinco niñas: dos 
tienen diez años, una tiene trece años y dos tienen doce años. Por tanto, no hay compatibilidad con los 
niños de tres, cuatro o cinco años de edad. La Directora nos dice que eso está bien porque así están en 
un núcleo con diversidad de sexo y de edades. Pero hay dos niñas violentas y esto nos preocupa como 
sindicato. Por ejemplo, una de ellas hirió a alguna compañera docente con un cuchillo. ¿Hasta cuándo 
va a suceder eso? ¿Hasta que maten a alguien? La Directora González nos dijo que el INAU no tiene 
capacidad para resolver esta situación; nos dijo que no tienen recursos humanos ni lugar para 
ubicarlas. Digo esto porque no solo nos preocupan los trabajadores sino los gurises, que los pasan de 
un lado para otro. En muchos casos de violencia, los sedan para que se queden quietos, y eso no sucede 
solo en estos casos. 


Los compañeros del Hogar "Los Cedros" denunciaron en su momento que la psicóloga, por teléfono, desde 
Tacuarembó, decía qué había que suministrar a Fulanita porque estaba inquieta. Ese tipo de cosas sucede no 
solo ahí sino en otros lados. Nosotros conocemos a los pibes del lugar. 


Entonces, además de los reclamos de los trabajadores ¿¿qué ciudadanos estamos criando para mañana? 


SEÑOR OLIVERA.- Quiero solicitar que la versión taquigráfica de esta sesión sea enviada a la 
Comisión de Derechos Humanos para que aborde los temas que tienen que ver con los trabajadores 
involucrados en esta situación, porque también se atenta contra sus derechos humanos. Se trata de 
trabajar en lugares dignos, con condiciones acordes, para que su tarea tenga resultados adecuados: 
contribuir a la formación de los futuros ciudadanos de este país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomando en cuenta las sugerencias de los señores Diputados Puig y Olivera, 
esta Comisión va a enviar la versión taquigráfica a la Comisión de Derechos Humanos, a la brevedad 
va a invitar al Directorio del INAU y también al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A su vez, el 
señor Diputado Tierno y quien habla, en el correr de esta semana o de la próxima, nos vamos a hacer 
presentes allí para informarnos bien sobre esta situación y para poder compartir todas las inquietudes. 


Les agradecemos vuestra presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de SUTIGA-FUECYS) 


(Ingresa a Sala una delegación de Martinelli S.A.) 


SEÑOR PRESIDENTE (Tierno).- La Comisión tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Empresa Martinelli S.A., los señores Angel Martinelli, Director; Horacio Fernández y Hugo 
Montgomery, asesores. 


Hace unos días recibimos a funcionarios de la empresa que hicieron una serie de planteamientos. La 
Secretaría de la Comisión les ha hecho llegar la versión taquigráfica, así que conocen los planteamientos que 
hicieron los trabajadores. Esta Comisión intenta tratar de mediar en los conflictos que se nos presentan, y por 
eso los llamamos. 


Agradecemos su visita y les damos la palabra. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Soy abogado de la empresa. Me acompañan el señor Hugo Montgomery, 
asesor de la empresa, y Angel Martinelli, uno de los Directores, cuarta generación de la familia 
Martinelli. 


Lo primero que quiero dejar en claro es que las personas que concurrieron a esta Comisión no son 
funcionarios del Grupo Martinelli sino de una empresa tercerizada que hace veinticinco, veintiséis años que 


tiene contrato con Martinelli en distintas prestaciones de servicio. Por eso digo que Martinelli no tiene ningún 
conflicto con sus trabajadores, y me gustaría aclarar cómo es el sistema de funcionamiento del grupo 
empresarial. El Grupo Martinelli se compone de tres empresas. Una es la más conocida, Rogelio Martinelli, y 
presta servicios fúnebres. Tiene más de cien años de antigúedad prestando esta clase de servicios y es líder en 
el ramo. 


La segunda empresa es Previsora Martinelli, que hace los contratos prepagos de prestación de servicios 
fúnebres y la otra es Concesionaria Martinelli, que tiene alrededor de quince años y explota el Parque 
Martinelli de Carrasco, que está en la Ruta N* 102. Esas son las tres empresas. Tienen alrededor de ciento 
veinticinco funcionarios y no existe ningún conflicto con ellos. Es más; yo soy abogado de la empresa y hay 
un solo juicio laboral por una reclamación de horas extras. Es el único conflicto que tenemos en Martinelli y 
tampoco hay conflictos de carácter colectivo. Por eso quería encuadrar la situación de la empresa. 


Lo que sucede es que por razones de simplificación hay algunos trabajos que se han tercerizado, como por 
ejemplo el de limpiador y el de vigilante. Esas tareas las han cumplido a través de la historia -hace veintiséis 
años que tenemos contratos con empresas tercerizadas -distintas empresas de Montevideo. Por ejemplo 
algunas muy conocidas como Servicios de Seguridad, SATS que ahora es Securitas, Arezo, Bontrans y 
Fidelis. Uno de los funcionarios que concurrió a la Comisión depende de Bontrans y los otros dos de Arezo. 
Estas empresas tercerizadas no son suministradoras de mano de obra temporal, lo quiero dejar en claro 
porque esto se dijo en la Comisión. Son empresas que tienen acuerdos comerciales con Martinelli desde hace 
más de veinte años y sus funcionarios tienen claro a quiénes se reportan y quiénes son sus jerarcas. Conocen 
claramente sus sueldos, sus cargos, sus horarios de trabajo, y todo eso lo disponen las empresas tercerizadas. 
Nosotros no tenemos nada que ver. A lo sumo, cuando necesitamos un portero o un vigilante en determinado 
"parking" o garage llamamos a la empresa y nos lo proporciona. Se llama a cualquiera de estas empresas, no 
solo a Bontrans y a Arezo, cuyos funcionarios vinieron acá. Todas estas empresas tienen oficinas propias, 
mandos medios, contadores, abogados; nosotros no tenemos absolutamente nada que ver con ellos. Ese es el 
primer punto que quería dejar en claro. Estamos ante una tercerización de tareas que, repito, no es nueva; 
hace veinticinco o veintiséis años estamos actuando de la misma forma, y no bajo la modalidad de suministro 
de mano de obra temporal. 


Yendo directamente a las denuncias de los trabajadores, me anoté algunas, que me parece son principales. 
Hay una primera denuncia del señor Sánchez. Se trata de un problema que él tuvo con la empresa Arezo, que 
lo despidió. Nosotros nos enteramos de esto porque Martinelli S.A fue convocada a la DINATRA por este 
despido, y en una audiencia que se celebró allí se resolvió reintegrarlo a partir del 1? de noviembre. Nosotros 
fuimos meros espectadores; no estábamos involucrados en el tema y lo resolvió Arezo. El señor Sánchez 
también denunció que se está manejando un traspaso a otras empresas como algo raro u oculto. Acá no hay 
nada oculto. La DINATRA le dijo a Arezo que esos servicios que prestaban eran de vigilancia y como tales 
tenían que inscribirse en el RE.NA.EM.SE, el Registro Nacional de Empresas de Seguridad que lleva el 
Ministerio del Interior. Arezo no cumple con ese requisito porque entiende que si bien sus tareas son de 
vigilancia en "parking" no son netamente de vigilancia. Ante esa situación Arezo planteó que no le interesa 
eso, que es una empresa unipersonal, una persona mayor que inclusive tiene problemas de enfermedad, y que 
esas tareas de vigilancia se las traspasaría a la empresa Fidelis. Por eso fue que se hizo esa reunión entre 
Arezo y el gerente de Fidelis a los efectos de conservar la fuente de trabajo de estas cuatro o cinco personas, 
que pasarían a trabajar para Fidelis, que también nos presta servicio a nosotros. En esa reunión hubo un 
desencuentro entre el señor Sánchez y el gerente de Fidelis y hoy los empleados siguen en Arezo. Martinelli 
S.A. fue a la DINATRA porque la citaron, pero no participó en la audiencia porque la DINATRA consideró 
que no teníamos nada que ver; no firmamos el acta y todo se resolvió entre Arezo y Sánchez. 


Se hicieron una serie de denuncias respecto a las condiciones de trabajo en la empresa, con las que 
discrepamos, porque consideramos que no se ajustan a la realidad. Acá se habló de que estas personas que 
están en las porterías de las salas velatorias tienen que encargarse del manejo de los cuerpos, del féretro y 
demás, lo que no es cierto. De eso se encarga gente de Martinelli que se ocupan de la parte fúnebre. Los 
vigilantes de las salas velatorias solo tienen que controlar que los familiares estén cómodos, que haya luz, 
buena ventilación, que el lugar esté limpio; no más de eso. No actúan, como dicen ahí, de psicólogos de las 
familias. No es la realidad. Comprendo que es muy distinto estar en la portería de una sala velatoria que en la 
de un "shopping" o de un local bailable; son cosas completamente distintas. Verán situaciones de dolor y de 
extrema tristeza, pero de ahí a que ellos tengan que solucionar esos temas, no. 


Otra denuncia que hizo el señor González, furgonero, fue que dentro de las situaciones de acoso moral y 
psicológico que mencionaron, en treinta minutos tenían que recoger tres cuerpos de tres nosocomios 
distintos, y citó la Asociación Española, el CASMU y el Hospital Maciel. Eso no tiene ningún sentido. Todos 
sabemos que no se recorre ese camino en treinta minutos, ni siquiera tomando un auto. Mucho menos se 
puede salir de la empresa, recoger un cuerpo, un segundo y un tercero y volver a la empresa. Por otra parte, 
los furgones no están capacitados para llevar tres cuerpos, a lo sumo pueden llevar dos. Asimismo, nunca se 
da la situación de que hay tres cuerpos juntos para recoger. Tendría que haber habido una situación de 
catástrofe, un accidente en el que hubieran muerto quince personas y que justo a Martinelli le haya tocado 
recoger tres cuerpos en distintos lugares. No se da esta situación. 


Trajimos las planillas donde constan las salidas de los furgones en quince días que tomamos al azar y ustedes 
se darán cuenta de que salen por distintas cosas. Acá figuran algunas salidas: a la hora 15, a las 17, a las 17 y 
40, a las 7 y 30 del otro día, a las 8 y 15, a las 9 y 10. Tampoco todas las salidas son a recoger cuerpos; hay 
reducciones, trámites, etcétera, no hay tantos fallecimientos. Lo dejo a disposición de ustedes para que vean 
las salidas y corroboren que nunca se sale a recoger tres cuerpos a la vez. 


Otra denuncia que se hizo fue que no se contaba con los implementos necesarios de higiene y demás, lo que 
tampoco es cierto. -A las personas directamente involucradas con el aspecto fúnebre, con el manejo de los 
cuerpos, que son los furgoneros, todos los días cuando entran a su turno se les da tapabocas y guantes. Prueba 
de ello es la circular que hemos traído y vamos a proporcionar a la Comisión, donde se explica cuáles son los 
manejos que se deben realizar. El primer punto establece: "Los furgoneros deben limpiar, lavar, desinfectar el 
furgón que utilicen dentro del turno utilizando agua y jabón [...]". En segundo lugar, se establece: "Las 
señoras de limpieza deben utilizar agua con hipoclorito para lavar y desinfectar las salas de enlutar en todos 
los turnos utilizando guantes y tapaboca [...]". Más adelante se establece: "Que los furgoneros están obligados 
a realizar las tareas de retiro de cuerpos, enlutado y manejo de los cadáveres utilizando siempre guantes 
descartables y tapabocas (material que siempre está disponible)". Este instructivo está desde hace más de dos 
años en la empresa, respaldado por una resolución del Ministerio de Salud Pública que comunicó a todas las 
empresas fúnebres. Además, figura en la sala funeraria, donde se hace el manejo de cuerpos, en el que se 
establece el uso de guantes y túnicas siempre que haya manejo de cuerpos. 


Por otra parte, quiero señalar que el señor Sánchez habló de jornadas laborales extensas, que superaban las 
ocho horas previstas por ley. Volvemos a reiterar que el señor Sánchez no es empleado nuestro. Si alguna vez, 
después de que había hecho un turno en alguna portería o vigilancia, la empresa Arezo resolvió mandarlo de 
nuevo a otro lado, tal vez superó las ocho horas. Eso fue denunciado en la DINATRA en la reunión en la que 
participamos. En esa oportunidad, la empresa Arezo se comprometió a buscar una solución, a tomar más 
empleados para cubrir esa parte, porque se denunció que estaban haciendo más de ocho horas. No es un tema 
nuestro. Nosotros pedimos una limpiadora y la mandan. Si viene de otro lado y cumplió cinco o seis horas, 
no lo sabemos. 


Con respecto a la cartelera sindical, pasa lo mismo. Ellos la reclamaron y supongo que se debe haber puesto 
en la oficina de la empresa Arezo, porque son empleados de allí. 


El último punto que quiero plantear -al que se referirá el contador Montgomery, que ha estado más en 
contacto con el tema- es el relativo al sindicato que vino aquí que, como dije al principio, no es un sindicato 
de empleados de Martinelli, sino de dos empresas tercerizadas que, a mi juicio, usan mal el nombre 
Martinelli. Hace unos días, mantuvimos una reunión en la DINATRA y expresé que me parecía que ellos no 
podían usar el nombre Martinelli porque no son empleados de la empresa. Quedó hecha la constancia. 
Discutiremos este tema si vale la pena hacerlo. 


SEÑOR MONTGOMERY.- Quiero hacer referencia al relacionamiento que ha tenido la empresa 
Martinelli con sus empleados y sus sindicatos, porque en todo esto hay un tema que hace a la relación 
de los trabajadores con ella. 


Llamativamente, quienes están cuestionando el funcionamiento y hacen estas denuncias no son trabajadores 
propios de la empresa Martinelli, sino que pertenecen a empresas tercerizadas. Como ya hemos mencionado, 
Martinelli cuenta más de ciento veinte trabajadores en el conjunto de sus tres empresas y algunos de ellos 
están afiliados a los sindicatos propios de la empresa y también a FUECY'S, Federación de Empleados de 
Comercio y Servicios. Siempre hemos tenido un buen diálogo con ellos, nos hemos reunido para escuchar sus 


planteos y tratar de buscar soluciones. Inclusive, lo hemos hecho con los asesores de FUECYS que los 
acompañan y hemos ido a su sede para atender algunos planteos y encontrar soluciones. Por lo tanto, el 
relacionamiento de la empresa con sus trabajadores propios siempre ha sido correcto y ha estado en el marco 
de un respeto mutuo. 


Con referencia a este sindicato de empresas tercerizadas, al cual pertenecen las tres personas que han 
concurrido a la Comisión a hacer estas denuncias, queremos señalar que tomamos conocimiento de su 
existencia en oportunidad de la citación que nos hace la DINATRA para tratar el tema del despido del señor 
Sánchez, al que se refirió el doctor Fernández. A dicha reunión nos excusamos de participar, y la llevó 
adelante la empresa Arezo, porque no era un tema propiamente nuestro. En esa reunión tomamos 
conocimiento de la existencia formal de ese sindicato. También, quiero señalar un hecho que ocurrió con 
posterioridad al despido del señor Sánchez por parte de la empresa Arezo. Días después, se hizo un reparto de 
volantes en los alrededores y dentro de nuestra empresa, en los que planteaban una serie de reclamos, entre 
ellos, el reintegro del señor Sánchez, y estaba firmado por el sindicato de empleados de las empresas 
tercerizadas de Martinelli. Como eso nos llamó mucho la atención, personalmente, contacté a Eduardo Sosa, 
que es dirigente de FUECYS, quien ha estado siempre en contacto con nosotros y con los trabajadores de 
Martinelli, para consultarlo acerca de la existencia de ese sindicato y porque nos había sorprendido que 
ingresaran a la empresa a repartir volantes cuando se estaba prestando servicios, que es un momento de 
mucha sensibilidad. El señor Eduardo Sosa nos manifestó que ese sindicato no existía y que no estaba en la 
órbita de FUECYS. Además, nos dijo que los volantes se habían impreso en FUECYS, pero que había sido 
un error. Como muestra de que el sindicato que existía era únicamente el de la empresa Arezo, el señor 
Eduardo Sosa nos hizo llegar una nota de sus trabajadores donde indican que nada tienen que ver con ese 
sindicato ni con el reparto de volantes. O sea que si antes no hubo un diálogo con este sindicato es porque 
realmente no teníamos conocimiento formal de su existencia; nunca hubo una comunicación oficial y, como 
dije anteriormente, nos enteramos de su existencia formal, acompañados por un delegado de FUECYS, en esa 
reunión de DINATRA. 


En consecuencia, rechazamos de plano cualquier acusación de persecución sindical y de no respeto al 
derecho de los trabajadores, porque en toda la tradición de esta empresa nunca hemos tenido ningún conflicto 
en ese sentido y todos se han solucionado. En este caso, los cuestionamientos se plantean por trabajadores 
que no están directamente vinculados a la empresa, sino a través de otras empresas que se contratan. 


Esto es lo que quería señalar respecto al relacionamiento que tiene la empresa con sus trabajadores. 
Quedamos a la orden para contestar las preguntas que se nos quieran formular. 


SEÑOR PUIG.- Antes que nada, quiero saludar a la delegación de la empresa Martinelli. 


En primer lugar, quiero hacer una precisión. La delegación de los trabajadores que concurrieron a la 
Comisión de Legislación del Trabajo estaba conformada, entre otros, por la señora Tania Marín, que es 
integrante del sindicato y de FUECYS. Por lo tanto, esto contradice la afirmación de que el sindicato no 
existe para FUECYS, porque una de sus dirigentes estuvo presente aquí. 


SEÑOR MONTGOMERY.- Quizás no fui claro cuando me expresé. Lo que yo mencioné fue que 
cuando ocurrió el reparto de volantes, consultamos a Eduardo Sosa, dirigente de FUECYS, quien nos 
manifestó la no existencia de ese sindicato, y tomamos conocimiento formal de su existencia cuando 
concurrimos a la reunión de DINATRA, en la que estaba acompañado por delegados de FUECYS. O 
sea que recién en ese momento tomamos conocimiento de la existencia formal de ese sindicato. No 
desconocemos que hoy existe y que también como los demás sindicatos de empresa está adherido a 
FUECYS. 


SEÑOR PUIG.- Quiero reafirmar lo que dije. Este sindicato hoy forma parte de FUECYS y está 
reconocido. Los trabajadores estaban afiliados a FUECYS inclusive antes de constituir el núcleo de 
base del sindicato. 


Se plantea que Martinelli no tiene ninguna situación relacionada con este tema porque los trabajadores no 
pertenecen a la empresa. En realidad, son trabajadores que realizan tareas desde hace muchos años en 
Martinelli a través de una empresa suministradora de mano de obra. Efectivamente, trabajan en locales de la 


empresa Martinelli ubicados en distintas áreas durante largas jornadas que, como se ha planteado -acá no ha 
sido desmentido por la delegación de la empresa-, a veces comienzan a las ocho de la mañana y terminan a 
las dieciocho horas del día siguiente. 


Tuvimos oportunidad de ver en la Comisión de Legislación del Trabajo del año pasado un video sobre 
condiciones de trabajo en empresas dedicadas al área fúnebre. Realmente, conmocionaron a toda la Comisión 
las características del trabajo y la forma en la que se desarrolla en diferentes empresas, no solo en esta. 


Por lo tanto, las condiciones de trabajo estaban documentadas. En Comisión entregaron documentos que 
fueron avalados por la Secretaría de Salud Laboral del PIT CNT y que marcan una situación desde el punto 
de vista de la salud laboral y de las condiciones de trabajo en general en el sector que realmente debe ser 
atendida. 


Respecto al planteamiento de que en realidad no se trata de trabajadores directos de Martinelli, me parece que 
hay que tener en cuenta que son personas que se desempeñan en sus ámbitos de trabajo desde hace mucho 
tiempo en forma reiterada. Acá se han denunciado situaciones que tienen que ver con condiciones de trabajo; 
con extensiones inimaginables de la jornada laboral y con la constatación de un despido inmediatamente 
después de plantear la constitución del sindicato en la empresa Arezo, pero que obviamente tiene relación con 
los trabajadores directos que tiene Martinelli. Ese despido fue planteado en la DINATRA, que concluyó que 
el trabajador debía ser reincorporado. Ese trabajador no fue reincorporado en forma inmediata, sino que fue a 
seguro de paro y recién el 1” de noviembre será reintegrado. Esta delegación de trabajadores que forman 
parte de FUECYS denuncian que hay presiones para que los trabajadores no se afilien -nosotros no podemos 
aseverar esa situación, que hay situaciones de acoso sobre los trabajadores -todo eso en áreas dependientes de 
la empresa Martinelli -y que, en definitiva, hay una situación sistemática de represión antisindical, de 
desconocimiento de derechos laborales. Me pregunto si el hecho de no pertenecer a la planilla de la empresa 
Martinelli la exime de tomar algunas medidas con relación a corregir esta situación en una empresa que le 
suministra trabajadores en forma permanente y que hace años que están allí. 


Lo que denunciaron los trabajadores aquí se contradice con la versión de la empresa en cuanto a las 
condiciones de los llamados furgoneros. Aquí se ha hablado de la cantidad de cuerpos que retiran, de su 
manipulación -situaciones en que deben bajar un cuerpo de dimensiones importantes por escalera; en fin, de 
situaciones que han ocurrido. También han expresado que algún trabajador fue sancionado por confusión en 
la identidad de cuerpos, cuando -según ellos -no se daban los tiempos y los mecanismos necesarios para 
realizar correctamente esa tarea. O sea, se ha planteado un cúmulo de situaciones de las que se puede decir 
que son versiones contradictorias, pero hay cosas que fueron comprobadas objetivamente por la Dirección 
Nacional de Trabajo, que planteó el reintegro del señor Carlos Sánchez, insisto: en la empresa Arezo, que 
suministra trabajadores en forma permanente a la empresa Martinelli. 


Por lo tanto, personalmente, creo que estamos ante una situación muy compleja, porque en este país existen 
normas de carácter laboral; se plantea la protección y la promoción de la acción sindical, y parecería que no 
estamos ante esta situación. 


Entonces, se puede decir que no son trabajadores directos de Martinelli. Hay muchas situaciones en este país 
en las cuales se contrata una empresa suministradora de mano de obra. En algún momento se utilizó mucho la 
figura de empresas unipersonales, que trabajan directamente para un solo empleador, pero como tales no 
tenían derechos ni siquiera a reclamar, ni por horas extra ni por salario vacacional, y debían aportar a la 
seguridad social. En otros casos, como en este, se optó por empresas suministradoras de mano de obra. 
Independientemente del planteo de que no son trabajadores directos de la empresa Martinelli, las tareas se 
realizan en ese ámbito y creo que -las situaciones que denunció la delegación de trabajadores de FUECYS 
que estuvo aquí conllevan una serie de irregularidades muy grandes por parte de esas empresas 
suministradoras de mano de obra que -reitero -trabajan en forma permanente para Martinelli. Entonces, yo 
tengo la siguiente pregunta: ¿la empresa Martinelli ha pensado en sugerir a las empresas que contrata que 
dicha empresa, con 120 años, todo un recorrido y una historia en esta área, y siendo líder -como se ha 
planteado acá-, aspira a que se cumpla con las leyes vigentes en el país? Porque en todo caso la empresa que 
suministra mano de obra no está cumpliendo con ninguna de las leyes relativas a la duración de la jornada, 
las condiciones de trabajo, las libertades sindicales. ¿La empresa Martinelli ha planteado a estas empresas 
que es su intención que se cumpla con la ley, que se promueva la actividad sindical, que se respeten las 
condiciones de trabajo y la jornada laboral, teniendo en cuenta tantos años de relación con esos trabajadores? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con los respetos del caso, reitero que estas empresas no son suministradoras 
de mano de obra temporal. Señor Diputado: lo lamento, pero ahí vamos a discrepar toda la mañana y 
toda la noche porque no es así; esta es una relación diferente. No vamos a entrar en esa discusión 
porque es teórica y no vale la pena. 


En cuanto al cumplimiento de las normas laborales, debo decir que por supuesto que la empresa Martinelli se 
preocupa del tema. Por eso mismo la empresa Martinelli no tiene ningún conflicto y no es casualidad que sí 
lo tenga Arezo, que es una empresa a la que nosotros no podemos controlar; es muy difícil, dado que 
Martinelli tiene muchas salas velatorias en diferentes lugares. Se va a hacer lo posible, pero es difícil 
controlar si un portero va al local de General Flores y después va a Carrasco o viene al Centro. Es muy difícil 
saber si están utilizando el mismo portero. Además, no es una tarea nuestra, porque si tenemos que empezar a 
hacer eso, nos inmiscuimos en el control de la tarea que no queremos realizar, que es, precisamente, el 
motivo por el que se terceriza. ¿Por qué se terceriza una tarea? Para simplificar ciertos sectores que no son 
los fundamentales de la empresa y abocarse a lo que le vale la pena. Se tomó la opción de tercerizar esas 
tareas, junto con la de limpieza y la de vigilancia. Si nos tenemos que poner a controlarlas y a hacerles un 
seguimiento, es mejor retomarlas. 


La empresa Arezo se comprometió en las reuniones con la DINATRA a regularizar el tema de la jornada 
laboral, que aparentemente era el más caótico. Como no tenía gente, a veces los trabajadores cumplían tareas 
en distintos lugares, lo que implicaba hacer horarios no tan extensos como los que dijo el señor Diputado, 
aunque reconocemos que se hacían horas extra, que, por cierto, se pagaban como tales. Acá no hay reclamos 
por pago de horas extra. 


SEÑOR PUIG.- Quiero precisar que no se trata de horas extra. Cuando alguien realiza una jornada 
desde un lunes a las 8 de la mañana hasta las 18 horas del día martes ya no estamos hablando de horas 
extra, sino de violación flagrante al descanso. No estamos hablando de horas extra ni de si se pagaban 
o no se pagaban; estamos hablando de que se está violando la ley por parte de esta empresa Arezo. 


El doctor se refirió a por qué se terceriza y eso es una hipótesis. Quizás se terceriza para liberarse y que sean 
otros los que desarrollen u organicen este tipo de trabajo. También es una posibilidad. Entonces, ¿¿se puede 
decir que como estos trabajadores no son personal directo de Martinelli esta empresa no tiene responsabilidad 
en la situación? Es opinable. Yo opino que no; pero en todo caso, lo importante no es lo que opine yo, sino lo 
que vean la DINATRA, la Inspección de Trabajo, la propia Comisión y las personas a las que corresponde 
definir sobre este tema. 


SEÑOR MONTGOMERY-.- En cuanto a la violación de la jornada de trabajo por la extensión de las 
horas, cabe señalar que en la propia DINATRA la empresa Arezo se comprometió a regularizar esa 
situación. Además, nosotros solicitamos a dicha empresa que regularice a la mayor brevedad posible la 
situación de esos trabajadores. Como comprenderán no es interés de la empresa Martinelli ni le presta 
ningún beneficio que los trabajadores hagan jornadas de 12 o 14 horas porque, obviamente, el 
rendimiento va en baja. O sea que no es algo que vaya en nuestro provecho. Es un problema de la 
organización de esa empresa. 


De los temas planteados, este es el más sensible. En cuanto al cumplimiento de las normas de seguridad y 
salubridad, la empresa lo hace, como surge de los repartidos que entregamos. No hay ningún trabajador de la 
empresa que haya manifestado el incumplimiento; quienes lo han dicho son trabajadores de estas empresas. 
De todas formas, queremos remarcar que no es cierto: la empresa cumple con la entrega de todos los 
materiales que las disposiciones legales obligan a tener. 


Por otra parte, el señor Diputado Puig mencionó que en la reunión que hubo en DINATRA con la empresa 
Arezo en ocasión del despido de un trabajador, este organismo comprobó la existencia de las mencionadas 
irregularidades en las normas de salubridad, y no es así. Tampoco es la función de la DINATRA verificar el 
cumplimiento de esas normas. La DINATRA simplemente actuó como mediadora entre la empresa Arezo y 
los trabajadores. Y en el medio de esa negociación se acordó el reintegro de ese trabajador en determinado 
plazo, que también fue acordado con él y con FUECYS, así como el envío al seguro de paro en la situación 
intermedia, pero DINATRA no tuvo nada que decir sobre otro tipo de incumplimientos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero hacer una aclaración. 


El señor Diputado Puig se refirió a una filmación sobre empresas fúnebres que nosotros desconocemos. Lo 
que yo puedo asegurar es que la filmación no era de Martinelli, porque conozco esta empresa por dentro. La 
parte de la morgue de Martinelli, donde se realiza el enlutado, cumple con todas las normas y ha sido 
inspeccionada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que vimos en la filmación tenía que ver más bien con situaciones en la 
morgue que con empresas. 


SEÑOR PUIG.- La filmación que vimos está relacionada con varios lugares y yo especifiqué que no se 
trataba de Martinelli, sino de la morgue y un conjunto de empresas fúnebres; no solo de la morgue. 


Igualmente, conozco la función de la DINATRA y lo que dije y figura en la versión taquigráfica es que la 
DINATRA comprobó el despido antisindical de este trabajador. 


SEÑOR MONTGOMERY.- Pero no las irregularidades de las normas de salubridad. 


SEÑOR PUIG.- Yo no dije que la DINATRA hubiera comprobado eso. Esa fue una interpretación del 
señor contador. Lo que dije -hay una resolución de la DINATRA planteada en ese ámbito- es que se 
confirmó que el despido fue antisindical, entre otras cosas, porque la empresa Arezo argumentó que el 
trabajador se habría dormido durante algún servicio, ante lo cual se planteó que hacía una extensísima 
jornada. 


Concretamente, lo que dije fue que la DINATRA comprobó el despido antisindical y planteó el reintegro del 
trabajador, que todavía no se hizo efectivo, porque está en seguro de paro. El 1” de noviembre se va a 
reintegrar. 


SEÑOR POZZI.- Voy a realizar un comentario de carácter particular y otro general. 


Con respecto a lo que decía el doctor, hay cierta responsabilidad de la empresa contratante con -la contratada. 
Hay una ley que regula eso. Por lo tanto, las empresas que contratan o subcontratan determinados servicios 
tienen la responsabilidad de pagar si la empresa contratada no cumple con lo que debe. Eso se ha dado en la 
órbita privada y, más aún, en la pública. Si sucedieron todas estas cosas con la empresa Arezo, tal cual lo han 
comprobado ustedes y la DINATRA, sería bueno poner las cosas en su lugar para que siga trabajando, pero 
cumpliendo con lo que debe. Esa es la cuestión de carácter particular que quería plantear y que me parece 
importante dejar en claro. 


La otra cuestión es de carácter general, y tiene que ver con la gente vinculada al trabajo con la muerte. Nadie 
estudia para hacer ese trabajo; ese trabajo se le presenta, pero no lo elige, si puede trabaja en otro lado. A 
nosotros nos impactó mucho el video que se mostró en la Comisión. Eran imágenes desgarradoras con que se 
encuentra -la gente que trabaja en empresas fúnebres o en la morgue judicial, así como también los policías, 
los que trabajan en los cementerios. Ellos se encuentran con cosas que nosotros no vemos todos los días. Esta 
apreciación es de carácter más general y tiene que ver con cómo la gente vinculada a este tipo de trabajos 
vive su vida, si le afecta o no y si esto merece atención de parte de la sociedad o no. Nadie quiere esos 
trabajos; de pronto alguien ingresa a trabajar a la Intendencia y lo mandan a necrópolis y tenés que enterrar, 
sacar cuerpos, reducirlos. Todos sabemos lo violento que es eso; -a todo se acostumbra la gente, a la guerra 
también, pero quedan secuelas que a veces son medibles y a veces no. Además, la sociedad también los 
discrimina, porque la gente rechaza estar en contacto con los funebreros. 


En definitiva, desde el punto de vista particular está el tema de la responsabilidad que inevitablemente tiene 
la empresa que contrata este tipo de trabajadores, porque ahora está regulado por ley. Desde el punto de vista 
general, hay que analizar la vida de los trabajadores vinculados a los sectores públicos y privados que se 
dedican a -tareas fúnebres, porque dejan huellas. Me imagino que no debe ser agradable para una persona ir a 
buscar el cadáver de un niño, más para los que tenemos familia; o ir a recoger el cuerpo de una persona que 
está desparramado en varios pedazos porque murió en una explosión o en un accidente. Y eso ha pasado y 


hemos tenido contacto con trabajadores que han realizado esa tarea, y deja secuelas; por más que uno se 
endurezca, no está preparado para eso. 


Creo que esa es una discusión que hay que dar y tal vez dentro de un tiempo estemos en esa instancia. 


SEÑOR TIERNO.- Tengo tres interrogantes. ¿Cuáles son los servicios que tiene tercerizada la empresa 
Martinelli? ¿Cuántos trabajadores hay involucrados en esos servicios tercerizados? ¿Cuál es el 
relacionamiento con las empresas tercerizadas? Supongo que hay que corregir cuestiones de 
funcionamiento que no siempre son las que las empresas contratantes solicitan a las contratadas. Me 
imagino que esto no comenzó a partir de la citación de la DINATRA sino que debe haber un 
relacionamiento permanente y directo con estas empresas. A partir de ese diálogo fluido supongo que 
se pueden corregir situaciones que me imagino que la empresa Martinelli conoce antes de que se 
llegara al reparto de volantes. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Los servicios tercerizados son fundamentalmente de limpiadores, vigilantes 
para las salas velatorias y los "parking", choferes de remises, y furgoneros, que son los que van a 
recoger el cuerpo; uno de ellos es el señor González que vino aquí e hizo la denuncia sobre los 
tapabocas. Esas son las cuatro tareas que realizan las empresas tercerizadas. 


En cuanto a la cantidad de empleados de esas empresas, creo que son alrededor de cuarenta en total. 


El relacionamiento es muy fluido, porque es la cara visible de nuestra empresa y cuidamos mucho la imagen 
de Martinelli. Por eso nos asombró esta citación, porque no estábamos acostumbrados; esta empresa nunca ha 
venido aquí ni ha ido a la DINATRA. A lo sumo tuvo un conflicto individual de trabajo por un despido de 
horas extras, como pasa en cualquier empresa. Nunca habíamos llegado a esta circunstancia. Además esto nos 
pasa -con empresas que no controlamos directamente. Reitero que cuidamos el relacionamiento entre las 
empresas, porque está en juego la imagen de la nuestra. 


Sin duda que de esta reunión nos llevamos muchas cosas -buenas y si estábamos en falta las vamos a tener en 
cuenta y a tratar de revertirlas.-. No nos interesa tener mal relacionamiento con la gente y que los empleados 
digan que trabajan veinte horas y que no se les reconocen las horas extras. Esa no es la forma de trabajo de 
una empresa como Martinelli. Capaz que tienen razón y tenemos que hacer un control más directo de algunas 
tareas sensibles para los trabajadores. Estamos dispuestos a hacerlo, porque no estamos acostumbrados a 
estar en estas lides por estos hechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho que hayan aceptado nuestra invitación porque ha sido 
muy enriquecedor para las dos partes. Nos mantenemos en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de la empresa Martinelli S.A.) 
(Ingresa a Sala una delegación de ex trabajadores de Salto Grande) 


——- La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de ex trabajadores de Salto Grande, integrada 
por la doctora Lucila García Da Rosa, asesora y los señores Benjamín Moreira y Hugo Aplanal, Presidente. 


SEÑOR APLANAL.- El motivo de nuestra concurrencia es para informarles acerca de las gestiones 
que hemos realizado con el Poder Ejecutivo. Enviamos una nota al doctor Breccia para que la elevara 
al Ministerio de Economía y Finanzas, en la que presentamos una propuesta, a fin de que se pudiera 
implementar una solución, ya que el proyecto de ley no prosperó. Adjuntamos a la propuesta el 
proyecto de ley pero únicamente para que lo tuvieran como modelo, porque allí figuran las treinta y 
seis Bases que pretendemos como reparación y la creación de la Comisión para que se encargara de la 
documentación. Hay muchas cosas que ya no son reales por el tiempo transcurrido. Cuando se 
presentó el proyecto de ley se estimaba que había seis mil obreros y ahora esta cifra es incorrecta 
porque algunos están trabajando en Palmar y otros han fallecido. 


También se adjuntó un informe del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 2009, que hace una 
estimación de US$ 90:000.000 por las reparaciones, pero nosotros decimos que se excedieron en US$ 


50:000.000. Hablé con el Director Nacional de Seguridad Social, señor Baz, sobre las dos demandas y me 
dijo que se había solucionado la del BPS. Este es un antecedente válido que demuestra que el Estado 
comenzó a reconocer que hay cosas para arreglar. 


Presentamos toda la documentación, pero la vista que se nos dio no habla de nuestra propuesta, sino del 
proyecto. Además, se nos dice que no hay documentación ni una estimación de la cantidad de personas. Pero 
si no hubo una estimación ¿cómo hizo el informe el Ministerio? Parece que se hizo un cálculo sobre seis mil 
obreros, con un máximo de cinco años de vinculación laboral; eso no es así porque hay algunos que solo 
tienen dos o tres años de trabajo. Nosotros habíamos propuesto un promedio de cuarenta meses. Según 
nuestros cálculos, si se tomara toda la cantidad de obreros -incluyendo los de Palmar, habría alrededor de 
cuatro mil, lo que representaría alrededor de US$ 40:000.000. Pero si se tomara la propuesta que elevamos, al 
Estado le costaría unos US$ 20:000.000. 


Nosotros planteamos varios puntos. Uno, tiene que ver con la entrega de algún dinero a través de la próxima 
Rendición de Cuentas. Otro, refiere a implementar algún sistema a través de tarjetas de débito o para gastos 
en organismos públicos como ANCAP, UTE, etcétera. Otro de los puntos podría ser un adelanto del dinero 
que nos correspondiera a través del Banco de la República, para que luego el Estado se hiciera cargo de las 
cuotas. Ya que figura un antecedente, otra solución podría ser por medio del BPS. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 

——— De todos modos, la vista no menciona nada de esto. 

También vamos a adjuntar más documentación probatoria. 

Ellos dicen que si hubiera créditos laborales, sería muy cuestionable el despido porque no se sabe si 
corresponde. Pero nosotros no pedimos que se analice caso a caso, sino una reparación por diferentes rubros. 
Incluimos despido, horas extra no liquidadas en las licencias o aguinaldos y los francos compensatorios que 
se generaban cuando trabajábamos los sábados de tarde y los domingos. 


Tenemos una carta que enviamos al señor Ministro con toda la documentación. 


(Se lee) 


Incluimos recibos de despido hasta 1978, los recibos de seguro de paro -en los que se detallaba que ese 
obrero no había sido restituido por otro, certificados de la empresa en los que constaba el despido y la 
siguiente restitución y los recibos de las horas extra, que eran liquidadas sobre las cuarenta y cuatro horas. 
Por ello no entendemos por qué se nos dice que no hay documentación. 


A su vez, indicamos al señor Ministro que los obreros de la empresa constructora de Salto Grande Sociedad 
Anónima contábamos con un certificado detallado de ingresos, que fue lo que aceptó como válido el BPS 
para reliquidar las jubilaciones. Luego nos entrevistamos con el Presidente del BPS, señor Murro, quien hizo 
referencia al incendio ocurrido tiempo atrás en el archivo de dicho Banco y solicitó el listado de todos los 
inscritos en el reclamo detallado por la empresa. También se nos indicó que informáramos al señor Murro 
que estaba a disposición del BPS el software del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con datos de las 
planillas de trabajo de las empresas aludidas en el reclamo. Se ha hablado de hasta US$ 240:000.000 y eso es 
un disparate. 


Nosotros queremos saber qué intervención podrían hacer ante el Poder Ejecutivo para solucionar esta 
situación. Nunca tuvimos la oportunidad de que se nos llamara para conversar; siempre fue a través de 
escritos. Hemos tratado de hablar con el señor Presidente, pero no pudimos porque estaba muy ocupado. 


SEÑORA GARCÍA DA ROSA.- Este es un viejo reclamo de los obreros de Salto Grande y de Palmar. 
Ya en 1978 ellos sufrieron cierta discriminación con respecto a los obreros de otras nacionalidades 
porque todos los demás llegaron a cobrar francos compensatorios, despidos y horas extra. Hablo de los 
francos compensatorios porque esta gente trabajaba sin descanso ninguno. En ese año se hizo un juicio 
durante la dictadura, pero fue anulado por un decreto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Estamos ante casos de reclamos laborales que ya sabemos que están prescritos. De todos modos, sabemos 
que esta gente ha venido reclamando insistentemente frente a todos los gobiernos. Además, los señores 
Diputados del litoral -ya sea de Soriano o de Salto -se han ocupado mucho de este tema. A raíz de ello, en la 
Legislatura anterior se redactó un proyecto de ley para solicitar una reparación que consistía en una pensión 
especial reparatoria equivalente a 36 bases de prestación y contribución, que sería abonada a razón de 3 BPC 
por mes. El proyecto fue presentado nuevamente en esta Legislatura y, de forma paralela, ellos promovieron 
una nota que fue presentada al doctor Breccia, se hizo un expediente, pasó al Ministerio de Economía y 
Finanzas, al de Trabajo y Seguridad Social y al BPS, donde encontraron el primer reconocimiento. Fueron 
llamados uno a uno y después de mucho tiempo el Estado reconoció que les corresponde una jubilación; eso 
ya está arreglado. 


El problema es que a nivel del Poder Ejecutivo hay una vista que evacuar de dos informes del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Como juristas, sabemos que cuando viene una vista previa con un informe negativo, 
habrá una resolución negativa. Además, en los documentos se hace mención a que la cifra que se reclama 
sería muy alta. 


-Pero, como ellos dijeron, hay un error muy grande en cuanto a que no es ni remotamente esa cifra. 


Por otro lado, están dispuestos a dejar de lado las 36 BPC y han articulado distintas medidas alternativas que 
se le presentaron al doctor Breccia en su oportunidad. Por ejemplo, la entrega de tarjetas del BROU con 
crédito mensual para compra de alimentos como las que entrega el MIDES, o una partida de dinero, es decir, 
distintas alternativas que no serían un desembolso directo de dinero por parte del Estado y que a ellos les 
serviría enormemente. Ese sería uno de las inquietudes que vienen a plantear hoy. 


Sabemos que el Parlamento solo puede hacer una minuta de comunicación al Poder Ejecutivo, porque es este 
el que tiene la iniciativa. Queremos que se lo sensibilice para generar, por lo menos, una mesa de diálogo a 
fin de solucionar esto que ya lleva muchísimo tiempo. 


(Diálogos) 


SEÑOR MOREIRA.- Se nos puede decir que el Estado no tenía nada que ver con las empresas Conesa 
y Palmar, pero no que no tenía nada que ver con Salto Grande y con el contrato SG 01, porque hay 
boletines de la ex DINACOPRIN que refieren a las equiparaciones con obreros argentinos. Tenemos 
esa documentación y fue presentada; no se nos puede decir que hay falta de seriedad en esto. 


SEÑORA GARCÍA DA ROSA.- Hay bastante documentación en este caso que se presentó en el juicio y 
que ellos tienen en su poder. 


SEÑOR MOREIRA.- Ahora vamos a ampliar la documentación. Vamos a presentar recibos que 
especifican las horas trabajadas. Hay personas que tienen más de trescientas horas trabajadas; existe 
documentación que además demuestra que trabajaron sábados y domingos. 


SEÑOR APLANAL.- Les agradezco y espero que puedan mediar en esto ante el Poder Ejecutivo. 
Ampliaremos la documentación en el momento que se nos pida. Tengo todos los archivos desde el 
primer hasta el último día, y también de cuántas personas se trata. 


SEÑOR PUIG.- El viernes pasado, en Salto, algunos integrantes de la delegación nos plantearon esta 
situación y la posibilidad de concurrir a esta Comisión, lo que consultamos con su Presidente, el señor 
Diputado Vidalín, quien estuvo de acuerdo en recibirlos 


En esa breve reunión que tuvimos manifestamos algunas cosas como, por ejemplo, que esto es iniciativa del 
Poder Ejecutivo, tal cual lo planteó la doctora. No hay duda de que no es el Parlamento el que puede generar 
iniciativa sobre este tema. Sí se puede conversar con el Poder Ejecutivo para analizar en qué situación se está. 


Al mismo tiempo, les trasmitía otro elemento. Muchas veces hay actores políticos que dicen que esto no se 
resuelve porque en la Comisión de Legislación del Trabajo no hay voluntad, y eso no es cierto. Todos 
sabemos que este asunto viene de larga data, de la época de la dictadura, y me parece clarísimo que los asiste 


la razón y el derecho porque no se pagaron los despidos. Hubo una decisión y un aval de la dictadura para 
que las empresas no pagaran los despidos, pero después corrió mucho agua bajo el puente. Quisiera saber, 
por ejemplo, qué pasó al respecto en el período entre 1990 y 1995. 


(Diálogos) 


——- Los gobiernos que sucedieron a la dictadura no resolvieron el problema. Sí ha habido un avance por el 
lado del BPS, lo que nos parece importante. 


Sin duda, podemos plantear la situación al Poder Ejecutivo, pero como Comisión no estamos generando 
expectativas de resolución. Podemos hacer todo lo que esté a nuestro alcance en cuanto a intercambiar con el 
Poder Ejecutivo, pero no hay iniciativa parlamentaria en este caso y no quiero que surja de esta reunión que 
la Comisión se comprometió a que esto se va a arreglar. Vamos a hacer todos los esfuerzos para generar una 
situación de diálogo, porque me parece importante que ustedes puedan plantear directamente algunas de las 
alternativas que mencionaba la doctora como ser las BPC; todo eso lo podemos habilitar. Solamente quería 
ser claro en cuanto a que no estamos generando expectativas porque me parece que sería un acto de 
demagogia deplorable. Podemos hacer todos los esfuerzos por comunicarnos con el Poder Ejecutivo, pero no 
estamos diciendo que esto se vaya a resolver a partir de la gestión de la Comisión. 


SEÑOR BISTOLFI.- Como legislador del litoral, más precisamente de Salto, me consta, tal como lo 
comentaba la doctora, que esto tiene larga data. No se ha podido resolver en varios períodos y no se 
trata de buscar culpables, sino de mirar para adelante y ver qué posibilidad habría de generar un 
ámbito de negociación. En este sentido, quiero reafirmar lo que decía el señor Diputado Puig. Varios 
legisladores de los departamentos de Salto y Paysandú hemos trabajado para buscar una solución al 
respecto -esta es mi primera Legislatura, pero he tenido varias reuniones con relación a este tema -y 
permanentemente se nos ha dicho que un problema tan viejo que implicaba un monto de esa 
naturaleza sería muy difícil de resolver. Lamentablemente, con el paso del tiempo muchos trabajadores 
han fallecido y la cifra ha ido bajando, pero sigue siendo muy importante. Cuando empezamos a 
referirnos a este problema se calculaban aproximadamente US$ 50:000.000; después se hizo otro 
relevamiento y parece que no llegaba a los US$ 30:000.000. En este sentido quiero ser honesto. Reitero 
que he tenido varias reuniones y reafirmo lo que decía el señor Diputado Puig: la Comisión, si bien 
puede poner todo lo que se pueda para ayudar, no puede generar falsas expectativas. En lo personal lo 
veo extremadamente difícil. 


Cuando se pide algo que implica una erogación, hay que tener en cuenta de dónde salen los recursos. Con el 
Diputado de Salto del Partido Nacional manifestamos que una empresa como CTM, que factura US$ 
100:000.000, podía destinar, no en un año, dos o tres, sino de repente en un período de seis u ocho años, una 
partida aunque fuera menor para empezar por algo, porque siempre es mejor algo que nada. Por más que se 
demorara cuatro o cinco años en cobrarse, podía instrumentarse algo de una buena vez. Entonces se nos dijo 
que CTM no tenía la autonomía, que la estaba manejando UTE. A través de uno de los Directores pedimos 
que se nos hicieran las averiguaciones para ver si había alternativa de plantear el tema a UTE, pero siempre 
caemos en que el monto es muy grande, que es un problema viejo y que arreglarlo es muy difícil. 


Quiero dejar constancia de que realmente se han hecho gestiones; esto no pasa por partidos, los Diputados de 
todo el litoral, de todos los partidos en distintas Legislaturas -naturalmente las bancas tanto de Salto como de 
Paysandú han cambiado de persona -han trabajado al respecto. Todos han hecho muchos esfuerzos y esto no 
se ha solucionado. Partamos de la base de que no es algo fácil de solucionar. 


Por otra parte, paralelamente a este problema hemos mantenido una disputa por la gran erogación que hace 
CTM. Con todos los problemas que ha traído la represa, a Salto y Paysandú no les han reparado 
absolutamente nada. No es el caso de ustedes, pero lo planteo como algo bien importante por lo que también 
hemos batallado y no hemos podido solucionar. El problema del agua que está haciendo una erosión increíble 
en las dos costaneras de Salto y Paysandú no se ha podido solucionar, y se ha tocado a todos los niveles. Con 
esto quiero decir que debemos hacer todos los esfuerzos, pero no estamos hablando de algo que se solucione 
fácilmente. 


SEÑOR POZZI.- Este asunto estuvo presente en la Legislatura pasada; si no me equivoco, terminamos 
esa Legislatura votando una minuta de comunicación. 


Tuve oportunidad de entrevistarme varias veces no con ustedes, sino con grupos de trabajadores que tenían el 
mismo problema, acá y en Salto, y creo que es algo complicado de resolver. Me gustaría saber si ese 
reconocimiento que les hace el BPS ha derivado en alguna reforma de cédula jubilatoria, si ha incrementado 
la jubilación de algunos trabajadores. Si fue así, quiero saber en cuánto. El cambio de la ley jubilatoria en 
1996 implicó una nueva forma de cálculo en la que se incluyen los salarios de toda la vida laboral del 
trabajador, y quiero saber si esto se les reconoce, ya que es algo lógico que les corresponde. -Quisiera saber si 
eso ha derivado en alguna reforma de cédula, que sería interesante conocer. 


No nos podemos olvidar de que los trabajadores que se jubilaban antes del año 1996, lo hacían con el 
promedio de los tres últimos años; los que se jubilaban después de 1996, lo hacían con el mejor de los diez 
últimos años o con el promedio de los veinte mejores salarios, más un 5%. Entonces, puede pesar lo que 
ustedes hayan generado en aquella obra. Puede pesar a favor o en contra; puede pasar que tire el promedio 
abajo. Eso es otro aspecto a analizar. 


Reitero, quisiera saber si efectivamente eso se ha reflejado en reforma de cédula con aumento de la 
jubilación. 


SEÑOR APLANAL.- En los contactos mantenidos con el Presidente del BPS, señor Ernesto Murro, nos 
enteramos de que había una ley aprobada que establecía que se podía considerar los mejores veinte 
años a partir de 1996, pero anteriormente a ese año no lo permitía. El Directorio del Banco nos citó y 
nos dijo que presentáramos todos los certificados de trabajo que tuviéramos. Enviamos casi dos mil 
certificados en ese momento y se empezó a hacer el reajuste. Nos pidió que ayudáramos al Banco de 
Salto para coordinar esto. Fuimos citando a la gente en nuestra oficina para que no se aglomerara en el 
Banco. También se citó a la gerente, a otra empleada; les dio las instrucciones, y nos dijo que nos 
reuniéramos. 


En el último listado del Banco que se nos envió fueron reajustadas más de mil trescientas jubilaciones. En 
Salto fueron más de mil doscientas y más de mil quinientas en todo el país. Se trataba de todos los de Salto 
Grande que tenían el certificado. Según los documentos que obtenían en las empresas de Palmar y las 
conexas, les hacían los cálculos y les reajustaban. Así que se hizo teniendo en cuenta lo establecido en esa - 
ley que ya estaba votada. La jubilación se nos liquidaba a todos nosotros según lo aportado en -los últimos 
tres o diez años. Después, presentamos certificados con el promedio de los mejores veinte años y fueron 
reconocidos. 


SEÑOR MOREIRA.- Otra cosa que se menciona en el informe del MEF es que ni el Estado ni la 
binacional tenían nada que ver. Si la binacional no tenía nada que ver, ¿por qué hizo los aportes en vez 
de hacerlo la consultora? ¿Por qué la CTM hizo los aportes al BPS en vez de hacerlo la Consultora 
Salto Grande? Nos parece que sí tienen que ver, además, por lo que dije del boletín del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Puig con respecto a qué pasó en el período 1990-1995, nosotros 
respondemos que no pasó nada. Lo que motivó nuestro reclamo fue una investigación que hizo una Diputada 
de Salto. -Se le preguntó al Ministro de Trabajo de la época qué había pasado con los fondos y él dijo que 
habían sido depositados por la empresa y derivados a Rentas Generales. Entonces, empezamos los reclamos 
nuevamente. Fuimos recibidos por las distintas Comisiones a efectos de plantear nuestra situación. 
Transcurrieron los Gobiernos y nunca se adoptó una resolución. Tenemos claro que las Comisiones 
trabajaron e hicieron lo imposible para resolver esto, pero no fue suficiente. Pienso que va a llegar el 
momento en que ustedes no van a poder hacer nada, si no hay una resolución del Poder Ejecutivo, al que me 
parece no le está llegando la información en forma correcta. Por este motivo, estamos pidiendo su 
intervención. 


Si tenemos que hacer un listado actualizado de las personas, lo hacemos; ya hemos implementado un 
formulario con esa finalidad. Consideramos que cuando se discutió el Presupuesto nos deberían haber votado 
una Comisión para esos efectos. La misma Comisión que se pidió votar para el estudio del Frigorífico 
Nacional, es la que pedimos nosotros para analizar toda la documentación de Salto Grande y lograr una 
solución. Esta Comisión no tenía costo, pero no se votó. 


Nosotros nos sentimos discriminados desde el tiempo de la dictadura porque les pagaban a los argentinos y a 
nosotros no. Veíamos cuando hacían fila, cobraban y salían con la plata; y nosotros: ¡a laburar! 


También, nos sentimos discriminados cuando se votaron las leyes de reparaciones. Nosotros fuimos 
perseguidos por la dictadura y nos llevaban para los cuarteles. En ese momento no se podía reclamar. Eso lo 
expresamos en las Comisiones, pero tal vez esa información no le llega al Poder Ejecutivo. No era todo color 
de rosa. Venían a la puerta y nos pedían documentos y no sabemos si la persona que se llevaban volvía o no. 
Fuimos discriminados, perseguidos y algunos también fueron golpeados. Quedamos fuera de las leyes de 
reparación. No sé por qué el Poder Ejecutivo no considera esa parte; reitero: tal vez, le esté llegando mal la 
información. Por eso, les pedimos que ustedes intervengan para que le llegue lo que estamos diciendo aquí. 
Esa es la realidad. 


No somos más de cuatro mil obreros y no significa más de US$ 40:000.000. Y si toman la propuesta que 
hicimos, esto se reduce a US$ 15:000.000 o US$ 20:000.000. Si el Estado nos da $ 1.000 de servicio, no le 
cuesta esa cantidad y, encima, nos va a cobrar el IVA. Por tanto, está ganando por todos lados. Si nos 
adelantan el dinero a través del Banco de la República, sería un préstamo y nos cobrarían interés. Por 
ejemplo, a mí me toca $ 300.000 y me descuentan 28% de interés, y de las cuotas que se haga cargo el 
Estado, que lo saque de Rentas Generales. Tal vez, se pueda averiguar si realmente los fondos fueron allí. 
Reitero que por averiguaciones de una Diputada sabemos que esos fondos fueron depositados y, luego, 
derivados a Rentas Generales. 


SEÑORA GARCÍA DA ROSA.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


Sabemos bien lo acotada que es la función de la Comisión en este caso. Estamos a las órdenes para hacer 
llegar cualquier documentación que la Comisión necesite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión va a deliberar cuáles son los pasos a seguir y les comunicaremos 
el trabajo que vamos a realizar acerca de este asunto. 


(Se retira de Sala la delegación de ex trabajadores de Salto Grande) 


——— Continuamos con la consideración del tema de los ex trabajadores de Salto Grande. 


SEÑOR PUIG.- Me parece que lo que corresponde es mantener una reunión o contacto con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, para ello, propongo la creación de una Subcomisión de esta 
Comisión, integrada concretamente por el Presidente, el Vicepresidente y el Diputado por el 
departamento de Salto. Sería bueno mantener una reunión entre el mencionado Ministerio -y -esa 
delegación, absolutamente plural de la Comisión de Legislación del Trabajo, a efectos de intercambiar 
ideas y considerar si hay alternativas a la situación planteada, que es muy compleja. La Comisión 
estaría bien representada con una composición plural de todos los partidos representados. 


SEÑOR BISTOLFI.- Me parece buena la iniciativa del señor Diputado Puig y también creo que esa 
misma -Subcomisión de la Comisión de Legislación del Trabajo debería mantener alguna reunión con 
el señor Murro, Presidente del BPS, para clarificar qué es lo que puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedan hechas las propuestas, pero por una razón reglamentaria no 
podemos resolver. Cuando venga otro Diputado y después de recibir a otras delegaciones, resolveremos 
el tema. Agradezco a los señores Diputados que me hayan propuesto para integrar esa Subcomisión. 


(Ingresa a Sala una delegación de representantes del Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo y Seguridad Social da la bienvenida a la Secretaria General del 
Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay, señora Fernanda Aguirre; al Secretario General de 
AFUR, señor Oscar Andino; a los directivos, señoras María José Sosa y Graciela Olivera, y señor Sergio 
Pagola; a los delegados de Fasano, señora Vanesa Sena y señor Federico Galeano; a la delegada del Nogaró, 
señora María Gutiérrez; al delegado del Mantra, señor Nicolás Carelli; a los delegados Tatiana Guerra y 
Álvaro Manganello, y al asesor Rodolfo Ferreira. 


SEÑORA AGUIRRE.- Agradecemos a la Comisión que nos brinde este espacio para expresar algunos 
hechos que están ocurriendo en nuestro sector de actividad que para nosotros son fundamentales. 


A nivel nacional estamos viviendo una situación de persecución, pero particularmente en el departamento de 
Maldonado. Por eso, hoy hemos concurrido con una amplia delegación de representantes sindicales de dicho 
departamento, donde se están viviendo situaciones tremendas. Si bien la organización está creciendo de 
forma exponencial, al mismo tiempo, se están sufriendo muchos acosos y persecuciones, expresados a través 
de hostigamiento, suspensiones, observaciones y, especialmente, despidos a los delegados sindicales. Por 
suerte, contamos con la entereza de varios compañeros, que no son permeables a propuestas que entendemos 
hasta indecentes por parte del sector empresarial, como es el caso de los delegados despedidos que están aquí 
presentes. Cuando llamamos a las empresas -como es nuestro estilo -para negociar y solucionar los distintos 
inconvenientes que se nos presentan, terminan reconociendo, en forma explícita o subliminal, que no tienen 
argumentos para despedir a los trabajadores, especialmente a los delegados sindicales, pero sostienen su 
posición, ya que de ninguna manera están dispuestos a retomarlos en sus puestos de trabajo, y prefieren pagar 
altas indemnizaciones a costa de descabezar la organización. Reconocen y asumen que no tienen elementos 
para despedir a estos compañeros pero asimismo sostienen su posición, obligándonos -en el marco de que la 
negociación no tiene un resultado positivo -a insistir en los ámbitos de la DINATRA y concedido una, dos, 
tres y hasta cuatro prórrogas para lograr una reflexión por parte del empresariado, terminando en acciones 
gremiales e, inclusive, de amparo para reintegrar a estos compañeros que fueron despedidos en forma injusta, 
lo que reconocen las propias empresas. 


En las últimas semanas, la gota que desbordó el vaso fue un hecho ocurrido en el Hotel Fasano de Las 
Piedras, seis estrellas, de donde echaron a dos compañeros y se niegan a reintegrarlos, pese a las reiteradas 
negociaciones. Allí se aplica una metodología de trabajo muy condenable. Todo trabajador que haya pasado 
cerca de la zona donde hubo una denuncia de robo -no una constatación -por parte de algún cliente es 
despedido. Cabe señalar que hace un par de meses este hotel despidió a una tanda de cuarenta empleados. 
Esto provocó la organización de los compañeros, para defender sus fuentes de trabajo y sus condiciones 
laborales, que no estaban siendo respetadas. En el marco de amparo de la organización de los trabajadores, el 
hotel sigue reiterando la realización de despidos arbitrarios, en esta ocasión, de dos delegados: una mucama y 
un compañero de mantenimiento, por haber entrado a una habitación de donde falta un dinero, según 
denuncia una Gerente del hotel, aunque nunca se comprueba que esto fuera así. Se hicieron las 
investigaciones policiales. Se dice que de ninguna manera es por el robo, que los compañeros son excelentes 
trabajadores, que no hay una acusación, que están dispuestos a pagar una indemnización superior porque no 
están en condiciones de demostrar ni sostener que tengan nada que ver con el incidente, pero que es la 
metodología del hotel ante un incidente cercano. Es indudable que la mucama tenía que entrar 
obligatoriamente a la habitación a hacer su trabajo, al igual que el compañero de mantenimiento, que tuvo 
que entrar a cambiar una bombita. Entraron muchísimas personas más, pero eso no fue suficiente para que los 
demás estuvieran involucrados en el tema; solo ellos, que tenían que entrar obligatoriamente a realizar su 
tarea. 


Cuento alguna anécdota para que los Diputados tengan una idea de lo absurdo de las situaciones que nos 
plantean, ya que pese a reconocer que tenemos razón, insisten con el no retorno de los compañeros. 


Por lo tanto, queremos transmitir las situaciones de acoso brutal que están sufriendo los compañeros cuando 
intentan aplicar la legislación vigente. En este sentido, puedo citar el ejemplo de un compañero delegado que 
trabaja en el restorán "Lo de Tere", a quien no le pagan el salario mínimo ni aportes y le dan un porcentaje de 
la venta, y donde, además, la empresa usa la distribución de la propina para pagar los sueldos de los 
Gerentes. El día en que el compañero delegado se fue a presentar ante el Comité de Base, la empresa lo 
despide y expresa que no tenía ni idea de esa situación. El motivo que esgrime es que, supuestamente, este 
compañero pidió trabajo en otro local. Eso no es cierto; lo que hizo fue presentar un currículum en la Junta 
para el año próximo, pero si lo fuera, en esas condiciones de vulneración absoluta de derechos -reitero: sin 
aportes, sin el respeto del sueldo mínimo, sin el pago de horas extras, robándoles la propina para pagar 
salarios de puestos gerenciales, sería más que lógico que estuviera buscando una alternativa. Pese a todo ese 
escenario de no cumplimiento de las normas básicas de derecho laboral, también plantean el pago de una 
indemnización superior, pero de ninguna manera acceden al reintegro del compañero. 


Es por esto que venimos hoy aquí a plantear a los legisladores -que sin duda serán celosos de que las leyes se 
cumplan- esta situación de vulneración absoluta de derechos y de imposibilidad de aplicar la legislación de 


fueros sindicales, que en este departamento parece que nunca la leyeron. Están muy lejos de respetar. 


Asimismo, agradecemos que esta Comisión haya votado por unanimidad el proyecto de ley que se presentó y 
se haya aprobado en el plenario. Es un orgullo para el sindicato que la Cámara de Representantes haya 
entendido y se haya sensibilizado frente a una situación que para nosotros es tan necesario que se regule. 
Esperamos que los Senadores sigan su ejemplo. 


Voy a contar otra anécdota que deja en claro cuál es nuestra situación. Acá hay una compañera a la que 
llamaron del Conrad para ingresar en su puesto de trabajo 35 minutos antes. Esto les da una idea de la 
razonabilidad del tiempo intermedio que ellos plantean entre jornada y jornada; está absolutamente fuera del 
parámetro que puede manejar cualquier ser sensible a las necesidades de un trabajador. 


SEÑOR ANDINO.- Soy trabajador de Vidaplan en el Nogaró. Esta empresa tiene dos centros de 
trabajo: el Mantra y el Nogaró. Desde 2008 estoy en esta tarea del sindicato. 


El planteo que queremos hacer es que la Comisión se desarrolle en Maldonado. Fue un planteo que hicimos a 
la Comisión de Trabajo de la Junta de Maldonado, a causa de los hechos de represión sindical que estamos 
viviendo en todos los centros. El caso del compañero que trabaja en "Lo de Tere" supera todo sentido común. 


Desde 2008 estamos con esta situación en Maldonado, donde las Cámaras Empresariales no han entendido 
que la coexistencia del sindicato con las patronales tiene que ser la mejor, porque nosotros estamos brindando 
servicios y la visita del turista a Punta del Este se va a ver afectada. Nos movilizamos a partir de que no 
tenemos negociación colectiva. El año pasado previmos unas marchas por Gorlero durante todo el mes de 
enero, pero no nos pudimos movilizar. 


Hoy las Cámaras Empresariales Hoteleras Gastronómicas del Uruguay no quieren negociar. El pretexto es el 
proyecto de ley que está a estudio en el Parlamento. Estuvimos siete meses tratando de negociar. Ese es el 
norte que siguen las empresas en Maldonado. 


Voy a contar una anécdota. El Hotel Mantra ahora tiene convenio con las termas del Arapey. Esto fue 
publicado en las carteleras. Cuando nosotros denunciamos a la Asociación de Hoteles y Restaurantes del 
Uruguay, como una forma de provocación el Mantra hizo un acuerdo con Arapey. 


Hemos agotado todos los ámbitos de negociación. En oportunidad de tratarse el proyecto de ley hace dos 
meses en la Comisión de Asuntos Laborales del Senado, tuvimos un nuevo período de negociación. No se 
logró un acuerdo. En la última instancia de negociación planteamos que no estábamos de acuerdo con la 
territorialidad, que queremos desterrarla, porque no es justo que un trabajador del interior gane un 15% 
menos de salario que uno de la capital. También planteamos el tema de bandeja para los hoteles cuatro y 
cinco estrellas. Nosotros somos trabajadores de hoteles de cuatro, cinco y seis estrellas. Cuando nos sentamos 
a negociar con las empresas nos dicen: "Nosotros estamos pagando lo que nos exige la ley". La ley establece 
$ 10.000. Nosotros pretendemos que este tema se discuta en julio de 2012. 


Esta no es una situación aislada; es una política llevada adelante por la Cámara Hotelera y Gastronómica del 
Uruguay. Cada centro que conformamos es un problema. Llegamos al colmo de no poder salir a buscar 
trabajo en el resto del país. Tenemos la necesidad de que las empresas entiendan que deben respetar las leyes 
que existen. 


SEÑORA SOSA.- Pertenezco a la Directiva del Sindicato del CONRAD. 


En primer lugar, quiero agradecer que nos hayan recibido. Para nosotros es muy importante llegar al 
Parlamento y ser escuchados. En Maldonado se da la particularidad de que cuando los diferentes sindicatos - 
sobre todo los que agrupan trabajadores de empresas tan importantes como CONRAD, Mantra, Fasano - 
llegamos a la prensa, somos grabados y nos toman la nota, pero nunca salimos en los medios. Por tanto, esta 
es una apertura importante que queremos agradecer en especial. 


A modo de ejemplo, vamos a dar algunos titulares para que se den por enterados de la forma en que se está 
trabajando en Maldonado. 


Antes de la existencia de la ley de fuero sindical, lo primero que hacían para reprimir a los trabajadores estos 
hoteles de cuatro, cinco y seis estrellas instalados en el departamento, era decirles con claridad y a texto 
expreso que estaba prohibido asociarse. Hace quince años que soy jornalera en el CONRAD. Como dijo mi 
compañera, me llaman una hora antes para trabajar y si puedo dejar a mis hijos "en banda" -discúlpenme la 
expresión -voy, y si no, me pierdo el jornal. Como dije, hace quince años que trabajo en esta empresa, y 
recuerdo perfectamente la reunión que hubo cuando ingresé, en la que se dijo que estaba prohibido 
agremiarse, afiliarse a un sindicato, o instalar uno en la empresa. Después de hablar con algunos compañeros 
que trabajan en otros hoteles, me consta que la práctica es la misma. Ahora se lo dicen al trabajador; no se lo 
dan por escrito porque existe la ley de fuero sindical. En consecuencia, el trabajador entra rengo, vulnerado 
en sus derechos constitucionales. El trabajador ya entra a trabajar presionado. Si se afilia y es una cara visible 
del sindicato, se lo reprime de múltiples formas. Lo lamentable es que muchos trabajadores no se rebelan 
porque tienen miedo. Por ejemplo, cuando a los delegados sindicales nos ven hablando en algún pasillo de la 
empresa, enseguida el jefe nos dice: "Ustedes no pueden hablar acá; acá vienen a trabajar". Para hablar dentro 
de la empresa como delegados tenemos que pasar primero por la Dirección de Recursos Humanos para 
plantear que no nos dejan realizar la actividad básica. 


Sistemáticamente desde el año 2008 hemos venido planteando todos estos temas en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social de Maldonado. En la mayoría de los casos, como no logramos un acuerdo, nos sugirieron 
iniciar una acción personal. Llegamos a la DINATRA en Montevideo y logramos algunas cosas más. 


Como anécdota, quiero dar algunos ejemplos. Para que podamos repartir volantes dentro de la empresa -que 
es una tarea básica de cualquier delegado sindical, que está establecida en el artículo 8* de la ley-, consultan a 
Las Vegas, porque parece que los espacios físicos de estas empresas no son territorio nacional. Después nos 
piden una prórroga antes de darnos el visto bueno. Estas empresas tienen no menos de treinta o cuarenta 
carteleras a través de las cuales informan a los trabajadores. Los sindicatos tienen una sola, porque la ley dice 
que por lo menos tiene que haber una. No conseguimos tener más que una. 


Obviamente, los delegados sindicales que somos la cara visible, estemos o no en la directiva, tenemos nuestra 
carrera topeada dentro de las empresas. No se concibe en este país que haya gente con cinco, diez o quince 
años con un contrato de jornalero trabajando a la orden en forma permanente. Estas empresas tienen un alto 
porcentaje de contratos irregulares. El contrato para trabajos extraordinarios es para eso: para trabajos 
extraordinarios. 


Este es uno de los planteos de nuestra plataforma, ante el cual las empresas siempre encuentran alguna frase 
jurídica para demostrar que están respetando los contratos. 


También es una práctica habitual en Maldonado acusar de robo a un delegado sindical. La dignidad de los 
trabajadores debe valer lo mismo que otro ciudadano de este país. En Maldonado, ser delegado sindical 
implica que hoy te acuestes siendo honesto y mañana te levantes con una denuncia de robo y pierdas el 
trabajo. Cuando denunciamos esto ante la DINATRA la empresa argumenta que en realidad lo echan porque 
hubo un robo en la habitación que trabajó y no por ser delegado. Aclaro que los que denuncian los robos 
integran el personal jerárquico de la empresa que casualmente estaban de huéspedes en esas habitaciones. Es 
absolutamente inverosímil. Nadie resiste el análisis de que a las personas las echan porque roban o son 
deshonestas, sino porque son delegados sindicales. 


Voy a poner otro ejemplo. En Maldonado, si un delegado sindical se toma un día para donar sangre y es un 
día que a la empresa no le sirve, lo suspenden. Se atropellan los derechos de los trabajadores de una forma 
que da vergilenza contarlo. Parece que volvimos ochenta años atrás. 


Los trabajadores de Maldonado tuvimos que venir a la DINATRA en Montevideo a exigir a las empresas -por 
suerte con el aval del Ministerio -que nos dejen de grabar con cámaras ocultas. Esta es la forma que tienen de 
saber qué trabajador está sindicalizado y quién comete un error para sancionarlo. Partimos de la base de que 
todos los trabajadores podemos cometer un error en nuestro horario de trabajo. No somos infalibles; somos 
personas que estamos para cumplir nuestra tarea de la mejor forma. Lamentablemente, esa es una de las 
prácticas que utilizan todas estas empresas. Cuando hay un faltante llaman al trabajador a una sala y lo 
investigan. Yo participé de estas prácticas. Graban al trabajador, lo interrogan y le dicen que no sale de ahí 
hasta que diga cómo robó. Después, a fin de año rifan un electrodoméstico y preguntan de qué nos quejamos. 
Nosotros pedimos dignidad. Cuando nos echan en cara que tenemos buenos sueldos les contestamos que 


tenemos una retribución medianamente razonable de acuerdo con el servicio que estamos dando a la empresa. 
Nuestros servicios han sido contratados; nadie nos está regalando nada. 


En resumen, para entrar a trabajar en estas empresas hay que renunciar al derecho a sindicalizarse. Una vez 
que el trabajador se sindicaliza, no puede tener más que una cartelera en el hotel. Si se cruza con un 
delegado, no puede hablar. Si el delegado avisa que se va a tomar libre un feriado no laborable, lo suspenden. 
Si dona sangre y el día no le viene bien a la Gerencia, lo suspenden. 


Tenemos un compañero -disculpen que le dé casos particulares pero son muy significativos -muy querido que 
trabaja en Áreas Públicas del CONRAD, que tuvo una acción que creemos hay que destacar. Él devolvió una 
billetera con US$ 2.500 y documentación de un extranjero. El Gerente General lo felicitó tres veces, le 
ofreció trabajo todo el año por la actitud que había tenido. Días después, este trabajador cambió de horario, y 
se cruzó al menos con cuatro personas de la directiva del sindicato. En pleno enero quedó sin trabajo. 
Terminamos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Son situaciones que no resisten otro análisis más 
que el de represión sindical. 


Por otra parte, el compañero que trabaja en "Lo de Tere" no tiene un sueldo mínimo. Él va a trabajar por si 
tiene ganancia la empresa; si hay pérdida no cobra nada. Es una situación totalmente irregular, que no cumple 
ni siquiera el estándar mínimo de lo vigente para el sector. Lo despidieron porque fue a buscar trabajo a otro 
lado y porque estaba formando un sindicato. Maldonado es muy chiquito; nos reunimos dos veces por 
semana y cuando se acerca algún compañero le damos la bienvenida, le explicamos cuáles son sus derechos y 
le decimos que ahora viene lo peor. Estoy hablando de una práctica habitual, por eso entendemos que hay que 
llegar a esta instancia para denunciar, porque Maldonado sigue siendo parte de Uruguay. Nosotros 
imaginamos que la empresa que pone US$ 260:000.000 para hacer una inversión, debe garantizar los 
derechos de los trabajadores. Esa es la reivindicación que venimos a plantear. 


Afortunadamente, el proyecto de ley tiene media sanción. 


Somos la cara visible de esa puerta de US$ 1.300:000.000 que ingresan al país por divisas del turismo y lo 
sabemos, pero todo esto es muy duro para los trabajadores de Maldonado que están brindando un servicio al 
turista porque nosotros a veces trabajamos con seis horas de descanso entre uno y otro turno. Si vos estás en 
una empresa en la que los trabajadores no se pueden afiliar y en la que si están afiliados son buscados para 
ser sancionados, inclusive con cámaras ocultas, es muy difícil sostener los reclamos. La prueba está en que 
muchos de los trabajadores duermen en los vestuarios para poder entrar al otro horario. Entonces, esas 
situaciones -por más que sea un cinco o seis estrellas -son inadmisibles. Por supuesto que son inadmisibles en 
cualquier centro de trabajo, no importa cuántas estrellas tenga, si es que las tiene. Nosotros entendemos que 
algunas estrellas han perdido. 


Otra cosa que sistemáticamente se nos ha dicho en las bipartitas de las distintas empresas -inclusive se 
reconoció en el Ministerio -es que cuando los trabajadores se acercan al sindicato para hacer sus planteos, 
ven que tienen una legislación que los respalda y que pueden hacer un planteo individual o colectivo, pero 
enseguida notamos que los compañeros son perseguidos. La definición de las empresas de un trabajador 
respaldado por el sindicato y que reclama créditos laborales es que es desleal. Entonces, inmediatamente deja 
de tener posibilidades de crecer en la empresa. Ese trabajador está haciendo un reclamo legítimo; hablamos 
de horas extras, de comisiones. Se trata de reclamos que no resisten otro análisis porque asiste derecho al 
trabajador. Sin embargo, estas empresas, con su poder -que salen a la prensa y nosotros nos, siguen 
avasallando a los trabajadores. 


Sabemos que hace algunos años hubo ciertos cambios en la legislación con respecto a la nocturnidad. Estas 
empresas, cada vez que pedimos alguna reestructura o reconocimiento de contratos porque nos tienen desde 
hace años totalmente irregulares, no nos atienden. Por ejemplo, hay compañeros eventuales que trabajan todo 
el año; hay compañeras jefas de hogar que están dos y tres años trabajando en un área sin licencia, porque 
tienen mes a mes un contrato eventual. Se les pagan los días de licencia pero no los gozan y no hacen el 
reclamo porque si no, no las llaman más. Así se está trabajando en Maldonado. Además, hay compañeros que 
se levantan a la una de la mañana para trabajar toda la noche, pero como no hacen las ocho horas de 21 a 9, 
estas empresas hace más de un año que se ahorraron la nocturnidad. Corrieron todos los horarios una hora y, 
de esa forma, se ahorran entre un 15% y un 20% que pagaban sistemáticamente. Todo esto, a nuestro 
entender, no puede esperar más. 


Sucede que si a los delegados o a los directivos de los comités de empresas los despiden, nos quedamos sin 
sindicato, algo que no les va a ser tan fácil; esa es la intención de ellos. 


SEÑOR FERREIRA.- Nosotros estamos peleando contra el enorme lobby que tienen estas empresas, 
contratando estudios jurídicos importantísimos, que hacen que los Jueces lean la ley de otra manera. 
Por ejemplo, se dice que nosotros tenemos que probar que la persona fue despedida por el hecho de 
estar afiliado al sindicato y no que la empresa tenga que probar que no fue por eso 


Cuando ganamos algún juicio, los titulares son que los Jueces están defendiendo ladrones y que están yendo 
contra toda la jurisprudencia, y escrachan tanto a los Jueces que fallan a favor nuestro como a nosotros 
mismos, diciendo que estamos defendiendo ladrones. 


Además, en sus reglamentos internos que vienen del exterior plasman cosas absolutamente ilegales. Por 
ejemplo, en el código de conducta del Conrad se dice que será falta para despedir a un trabajador el hecho de 
trabajar horas extras sin autorización o negarse a trabajar horas extras cuando sean necesarias. Este es el 
reglamento que nos negamos a firmar este año porque no querían cambiar esas cosas. Decimos a los 
abogados del Conrad que eso es ilegal, pero lo aplican. Se habla de no mantener un rendimiento de trabajo 
aceptable, como si hubiera una maquinita para medir trabajadores. El reglamento habla de cualquier tipo de 
conducta que a juzgar por el Conrad vaya en detrimento de los intereses del hotel. Además, el hotel se reserva 
el derecho de agregar o modificar cualquiera de los ejemplos de conducta prohibida. 


Nunca se sabe dónde se está parado ni por dónde va a venir la sanción y no tenemos cómo defendernos. 


SEÑOR GALEANO.- Además de lo dicho por los compañeros, nosotros tenemos a dos compañeras 
sancionadas en el hotel con una suspensión de dos días por haber fumado en horario de trabajo. Si 
bien nosotros no defendemos el hecho de fumar en horario de trabajo, de ochenta empleados que 
somos fuma la mitad; además, lo hace el encargado con sus respectivos empleados. Por primera vez 
fueron sancionadas dos delegadas del gremio. También tenemos otro compañero delegado que fue 
sancionado porque alguien lo vio haciendo picadas en un auto dentro del predio. Hay otro compañero 
que testificó que estaba con él y que eso no era cierto, pero su versión no fue tenida en cuenta. 


Debemos destacar que las únicas sanciones en nuestro centro de trabajo fueron para los delegados, y no es 
porque los demás sean excelentes empleados. Por ejemplo, hay una persona que fue encontrada durmiendo 
por el encargado y gerente del área -con antecedentes por notoria mala conducta y por atentado al pudor, pero 
no hubo sanción. Como dos días antes hubo un paro y una movilización en el hotel pero él no paró, no hubo 
sanción. Pero por algo que hacen cuarenta personas, se sanciona a dos compañeras. 


Por otro lado, hubo un tema con el convenio que quiso ser utilizado por los abogados de la empresa. Durante 
todo el verano, el chef del establecimiento estuvo haciéndose cargo de las propinas, con más de US$ 3.000 
para la parte de la cocina, se juntó a todas las personas que recibieron propina pero no se llega a esa suma. 
Sin embargo, cuando fuimos a discutir que el gerente del área no tenía derecho a las propinas porque así lo 
dice el convenio colectivo, los abogados quisieron hacer uso de eso alegando que no estaba vigente. Se pudo 
llegar a una solución y se sacó la propina al gerente para darla a los empleados correspondientes, pero tuvo 
que hacerse una movilización y una negociación para comprobar que no le pertenecía. Obviamente, después 
de eso, algunos compañeros que eran cocineros clase A pasaron a limpiar cámaras, ganando lo mismo. 
Quienes estaban en lo más alto, pasaron al comedor del personal, a limpiar las cámaras de congelados y de 
fruta y verdura. 


En cuanto a los horarios, tanto el Conrad como el Mantra están dentro de la ciudad. En cambio, nosotros 
estamos a media hora de viaje. A nosotros se nos exige que estemos una hora antes, con transporte que pone 
el hotel. Por ejemplo, si entramos a la hora 7, debemos estar a las 6 en la terminal. Si en ese momento se nos 
dice que debemos entrar en el siguiente turno, queda un turno de por medio, es decir, ocho horas. Si restamos 
las dos horas por el viaje de ida y una hora por la vuelta, mientras llegamos a nuestros hogares, tenemos para 
dormir un máximo de cuatro horas. Como no hay personal y ellos tienen que cubrir esos huecos y no quieren 
tomar más personal, tenemos que hacerlo. Hay gente que sale a la hora 23, está en la terminal a medianoche y 
llega a su casa a eso de la una. Luego tiene que levantarse a las cinco para estar en la terminal para ir a 
trabajar. 


Cuando hicimos las movilizaciones, se dijo: "El que hace el paro mañana, se olvida del crecimiento en la 
empresa". Como acá se hace lo que se quiere, el poder de ellos va acrecentando. A los dos o tres días de la 
movilización hubo un ascenso -en nueve meses que estuvo abierto el hotel nunca había habido un ascenso, 
pero lo consideramos ridículo. Se trata de un barman al que ascendieron con $ 1.000 y ahora también es 
cajero; además, se ascendió a un cajero con $ 1.000, que ahora también es barman. 


Uno de los folletos que entregamos en las movilizaciones pertenece al SUGHU, tiene diez renglones y habla 
de los salarios dignos y de las licencias. En uno de los renglones aparece que "spa" es igual a descanso. Digo 
esto porque los "spa" de estos hoteles no respetan las reglas de descanso; a veces hasta se hacen dos turnos 
seguidos, con dieciséis horas de masaje. En esa oportunidad, la gerente obtuvo un folleto de esos, se reunió 
con la gente del "spa" -cabe señalar que no hay ningún compañero sindicalizado- y se les preguntó si tenían 
algo que decir sobre ese renglón. Se le dijo que no y ella expresó: "Ahora, por culpa de esto, ustedes se 
quedan sin entrenamiento". Eso repercutió en los compañeros que pararon y en los que no pararon. Se trata 
de un trabajo de hormiga que hace la empresa para enfrentar a los compañeros que defienden sus derechos y 
a quienes no lo hacen. Somos todos compañeros, la pelea está entre nosotros y la empresa se hace a un lado. 


Con respecto a la dignidad de los compañeros, quiero decir lo siguiente. Hubo allanamientos en las casas de 
los compañeros, hubo gente que fue esposada y policías esperando a compañeros en el lugar de trabajo para 
privarlos de su libertad, quienes estuvieron muchas horas fuera de su casa y totalmente incomunicados. En 
esos casos, la empresa ni siquiera preguntó si estaban bien o si necesitaban algo. Luego, se comprobó que no 
tenían nada que ver. 


No es la primera vez que nos quejamos aquí; ya hemos aguantado mucho. Más allá de las represiones 
sindicales, también hay que cuidar la dignidad del trabajador. Si nos echan mal de nuestro trabajo, luego 
debemos cargar con el antecedente de que estuvimos involucrados en una acusación de robo. 


SEÑOR GROBA.- Conocíamos algunas de las cosas que están viviendo y estábamos esperando que 
vinieran a la Comisión para charlar con ustedes. Lamentablemente me tengo que retirar porque tengo 
una reunión a la hora 14. No voy a hacer preguntas porque para mí es muy claro lo que el sindicato 
está manifestando. Seguramente la Comisión va a ver en forma urgente cómo se puede encauzar esta 
situación porque estamos en otra época en Uruguay y se ha legislado mucho en los últimos seis años 
sobre los derechos de los trabajadores. Naturalmente, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, esta 
Comisión y por supuesto la organización tienen que velar por los derechos de los trabajadores. 


Me pareció que solicitaron -y será motivo de análisis de la Comisión -la posibilidad de una sesión pública de 
la Comisión en el departamento de Maldonado, como se ha hecho en otras oportunidades, y estoy seguro de 
que la Comisión atenderá esta solicitud. 


Estamos a total disposición de los trabajadores del sindicato, fundamentalmente para la construcción de 
relaciones laborales dignas duraderas y respetables. 


SEÑOR MANGANELLO.- Agradezco que nos hayan recibido. 


Soy delegado del Restaurante "Lo de Tere". Estaba en plena formación del sindicato cuando fui despedido. 
La razón que me dieron fue que estaba buscando trabajo en otro lugar. En el momento en que fui despedido 
los dueños preguntaron a otros compañeros si habían "deshinchado el lomo", como diciéndoles que si tenían 
alguna molestia "la bajaran", que no querían formación de sindicato dentro de la empresa. 


Antes de que me despidieran actuábamos de buena fe. Soy uno de los que lleva menos tiempo trabajando ahí; 
llevo cuatro años. Enviamos una carta a la gente que hace dos años está con la misma empresa en excelentes 
términos planteándoles que regularizaran la situación porque no podíamos seguir así. Desde que entramos 
cobramos una comisión y no un sueldo. Al principio era un 2% y luego a ese 2% se le restaba el IVA. La 
propina iba a una tablilla de puntaje; los gerentes nos robaban con papeles porque ellos y los maítres sacaban 
más, y después estábamos nosotros, los "lacallos", que íbamos a trabajar todos los días y éramos excelentes 
trabajadores. Ellos reconocieron en el Ministerio que yo era un excelente trabajador, pero no me quieren 
reintegrar a la empresa 


Siempre se buscó no confrontar, no llegar a una manifestación, pero nosotros actuamos de buena fe y la 
empresa actúa de mala fe. Yo trabajé en cuatro restaurantes de Punta del Este y la mayoría se desempeñan en 
forma irregular en cuanto a sueldos, horas extra, nocturnidad -que nunca existió, días feriados no laborables 
que se trabajan y no se pagan como tales, etcétera. Son cosas que no existen. Hay personas que llevan ocho o 
diez años en una misma empresa y esas cosas nunca existieron. 


Nuestros reclamos son los que haría cualquier trabajador, y nos han respondido de esta manera. Demostrando 
buena fe nos ofrecieron $ 30.000 para repartir entre diez personas en los cinco meses de menores ingresos, o 
sea en el invierno, pero había compañeros que cobraban $ 3.000 de comisión. Además, si baja la comisión 
también baja la propina. Esos $ 30.000, repartidos entre diez personas, significaban $ 3.000 para cada uno, 
llegando a un sueldo de $ 6.000. Se trata de gente que tiene familia, y a veces su sueldo es el único ingreso; 
es imposible mantener a cuatro o cinco personas con ese sueldo. Estamos pidiendo lo que nos merecemos y 
lo que la ley dice. No faltamos sin aviso, ninguno tiene una sanción por nada. No tienen de dónde agarrarse, 
pero siguen haciendo lo mismo. 


Se dice que no pueden echar a los delegados sindicales, pero me echaron. ¿Cómo es la cosa? No se están 
respetando las leyes. ¡En pleno siglo XXI la gente piensa que porque tiene plata hace lo que quiere! 


SEÑOR PAGOLA.- Soy de la Directiva del Sindicato de SUGHU del Conrad. Soy mando medio dentro 
del hotel, cargo que supuestamente es muy importante para ellos. Trabajo en la empresa desde 1998 y 
tengo a cargo el sector más vip, donde ingresa todo el dinero para los ejecutivos, los directores: el 
sector de los jugadores más importantes que vienen al país. Como mando medio tengo mucha gente a 
cargo. Dentro de mi carrera funcional no he tenido ninguna sanción. Planteé un reclamo con otros 
compañeros con respecto a las horas extra y a las cuarenta y cuatro horas que se trabajan en hotelería. 
Hicimos un juicio, lo ganamos, hubo apelación, pero para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
en Maldonado y para la DINATRA en Montevideo, mi carrera funcional y la de quienes estuvieron 
involucrados fueron cortadas, solamente por reclamar derechos: horas extra, descansos, etcétera. Hay 
muchos mandos medios, pero no están preparados para la función. 


También hay discriminación. Hay compañeras que las sacan de un sector porque son gordas; habrá que 
buscar trabajadores de otro planeta. Estamos en contacto con el público y se nos discrimina, más si somos 
sindicales. En pleno siglo XXI están socavando los derechos de los trabajadores; no hay evolución de las 
especies, como decía Darwin. Si sos de la especie sindicalista o trabajador te etiquetaron. Estas son las 
condiciones que se dan en general. El hotel es un centro grande, pero imagínense lo que pasa en los centros 
chicos. 


Como SUGHU nos reunimos lunes, miércoles, domingo; vivimos más con los compañeros que con las 
familias. Las historias de vida que aparecen son tristes realmente. Vemos personas de la edad de nuestras 
madres maltratadas de una manera inhumana. En invierno las hacen lavar algunos sectores con túnicas 
celestes de verano, como en el Hotel Acqua, para que un charquito no les ensucie el auto a los que tienen 
plata. Las señores vienen llorando y diciendo que no quieren hacer más eso, porque por ejemplo afuera 
diluvia, ya que en Punta del Este hay un clima aparte, es "un mundo aparte". Espero que no sea un mundo 
aparte en las leyes laborales, y que se respeten. 


Esto es lo que se está viviendo. Cada historia de vida de los trabajadores de Punta del Este, centro económico 
para el país, es una gran vergúenza. Este verano vamos a hacernos sentir como sindicato si no se ponen las 
pilas para ayudarnos en lo que tiene que ver con la hotelería. Vamos a darle la bienvenida a todos los 
cruceros, pero también vamos a estar plantados como trabajadores para que alguien nos escuche, para que 
alguien vea y considere al trabajador como trabajador que es. Y para que se nos pague, porque la dignidad del 
trabajador pasa por su trabajo. 


SEÑORA AGUIRRE.- Creo que el relato de los compañeros es más que claro acerca de esta 
vulneración de derechos y de los salarios mínimos del sector. En la movilización que hicimos el lunes 
pasado en Punta del Este sacamos un volante que explicaba toda esta situación, porque entendemos 
que la resolución de estas situaciones no se puede postergar más. Allí se explicaba que el laudo para el 
sueldo máximo de todo nuestro sector, la hotelería -desde una pensión hasta un hotel de cuatro, cinco o 
seis estrellas, es de $ 9.882. En el 80% del país, a estos $ 9.882 -reitero, salario máximo del sector, se le 
resta el 15%. No hay que explicar que nadie vive con ese dinero, pero además se trata de un sector de 


actividad tan próspero, que ha generado importantísimos ingresos para el país, y es absolutamente 
injustificable que se sostengan este tipo de laudos, que además no son respetados, como explican los 
compañeros. No estamos hablando de media canasta ni de una barbaridad, estamos hablando de que el 
sueldo más alto es de $ 9.882 y aún así hay que pelear para que se hagan los aportes, para que se 
paguen las horas extra, para que se respete el descanso de los trabajadores, porque parece que los 
trabajadores no tienen derecho a descansar ni a saber con antelación cuáles son los turnos que les 
corresponde para poder organizar su vida, para dejar a sus hijos a cuidado y demás. Todo esto es 
catalogado por el sector empresarial como un exceso del sindicato. 


La posibilidad de aumento salarial está agotada porque después de negociar casi nueve meses no llegamos a 
un acuerdo. Pese a estas situaciones trágicas que tenemos no nos movilizamos el año pasado. Nos dijeron que 
conversando mucho, cediendo de todas las partes nos íbamos a poner de acuerdo porque las situaciones no 
ameritaban demasiada postergación. Sin embargo eso no fue así; terminada la temporada no llegamos a 
acuerdo más allá de las promesas previas, no solo en la hotelería, sino en los restaurantes. Se había firmado 
un preacuerdo con CAMBADU -la Cámara que representa al sector de los restaurantes, pero fue frustrado 
por la Asociación Hotelera del Uruguay, que no puso su firma. Por tanto, el preacuerdo no se pudo poner en 
vigencia. 


Pese a todas estas atrocidades, el mes pasado nos llamaron a una nueva instancia de negociación -a la que 
nunca nos negamos, por algo estuvimos hablando nueve meses con tal de llegar a un acuerdo, y nos 
plantearon que era descocado hablar de sueldos. Nos dijeron que ellos no estaban en el Consejo de Salarios, 
que esta era una ronda extraordinaria y que estaban dispuestos a firmar un convenio colectivo, a discutir 
sobre el contenido de la ley que votaron en este Cuerpo, y a dar nada más que algún tipo de "beneficio 
marginal" -palabras textuales de integrantes de la Cámara Hotelera, y que nos conformáramos con eso. Pese a 
que ya nos habíamos puesto de acuerdo con los contenidos de la ley en cuanto a cómo regular el descanso, 
inclusive cediendo alguna cosa, entendieron que era descocado y totalmente transgresor por parte nuestra 
querer discutir de salarios en el Consejo de Salarios. Pero, si no discutimos de salarios en el Consejo de 
Salarios, ¿de qué vamos a hablar? -Más allá de esa barbarie planteada por la Cámara, el último aumento 
vence en julio del año que viene y, por lo tanto, entonces discutiremos de salario. Hasta eso estuvimos 
dispuestos a ceder, siempre y cuando dejemos determinado que en julio del año que viene el 15% de la 
territorialidad va a ser eliminado y que vamos a arrancar una ronda de negociación discutiendo salarios a 
nivel nacional y no con esta discriminación de los compañeros del interior. También les pareció una atrocidad 
y una transgresión terrible de nuestra parte plantear eso para julio del año que viene. A su vez, les pareció un 
terrible abuso de nuestra parte plantear que para la ronda de julio del año que viene dejáramos resuelto que se 
abriera una bandeja para los hoteles cuatro, cinco y seis estrellas, diferenciándolos de la pensión y hoteles de 
menor categoría. Está claro que la capacitación que necesita un trabajador en uno y otro establecimiento no 
son ni parecidas y que la riqueza que genera un trabajador y otro no son ni parecidas, y que el porte y la 
ganancia de una empresa y de otra no son ni parecidas. 


Quería redondear el planteo de todos los compañeros que han sido más que gráficos con la situación que 
estamos sufriendo. Todas estas atrocidades las estamos viviendo además en un marco en el cual no tenemos 
convenio colectivo y lo que rige en este momento son estos mínimos salariales tan disparatados. En el 
convenio de 2008 lo único que quedó fueron dos uniformes y un par de zapatos por año. Pero parece que uno 
se tiene que sacar la lotería y pelear seis meses de corrido para que apliquen el convenio vigente y te den un 
zapato chino de $ 100 que se rompe a los dos días. 


Esta es la situación que estamos viviendo y queríamos trasladarla a ustedes de primera mano. No tenemos 
más remedio que tratar de llegar a todos los medios y dar batalla de todas las formas posibles para revertir 
esta adversidad que estamos padeciendo. 


SEÑOR PUIG.- Los compañeros del SUGHU ya han estado varias veces en el Parlamento, movilizados 
en defensa de los derechos de los trabajadores gastronómicos. 


Voy a hacer algunas propuestas. En primer lugar, que la versión taquigráfica de esta reunión se envié al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en particular, a la Inspección General del Trabajo, porque hay 
denuncias muy graves. También, voy a pedir que sea enviada al Ministerio de Turismo y Deporte, solicitando 
por parte de la Comisión que se haga un comentario acerca de lo planteado en esta reunión. 


Por otra parte, quiero resaltar el reconocimiento que hace el sindicato gastronómico a esta Comisión y a la 
Cámara de Diputados por haber votado el proyecto de ley sobre descanso gastronómico. El Parlamento es un 
conjunto y creo que está en deuda con los trabajadores gastronómicos. Todos los partidos políticos 
representados acá tienen integrantes en el Senado, por lo que tal vez sea bueno remitirles esta versión 
taquigráfica. 


En realidad, después de aprobada la ley en la Cámara de Diputados, se plantearon presiones. Quiero ser muy 
claro. Acá se plantearon presiones por parte de Cámaras. La Cámara de Turismo presionó para que no se 
aprobara esta ley en el Senado. Y lo digo con absoluta claridad; sirve para poco que la gente se reúna en el 
Parlamento si los temas no se hablan con claridad. Creo que el esfuerzo adicional que se pidió al sindicato de 
ir a negociar el descanso -lo que fue rechazado por la Cámara de Diputados, que aprobó casi por unanimidad 
que los derechos debían ser aprobados y contemplados en la ley -fue "un proceso de negociación" -entre 
comillas -en el que no se negoció nada. El Ministro de Trabajo y Seguridad Social- no lo decimos nosotros 
desde nuestra humilde condición de integrantes de la Comisión- dijo hace más de un mes en esta Comisión 
que unas semanas antes había planteado al Senado que no había habido ninguna negociación y que había que 
aprobar la ley porque no había ningún camino alternativo. El camino alternativo que se planteó fracasó 
porque no hubo voluntad política de las patronales de acordar en el Consejo de Salarios. 


Por lo tanto, creo que aquí hay una deuda, que es aprobar esa ley y ponerla en práctica. Estamos hablando, ni 
más ni menos, del descanso semanal, que no se cumple y del descanso entre jornada y jornada, que tampoco 
se cumple. A eso se agrega una situación de represión muy fuerte en el sector turismo, que es el buque 
insignia de la economía uruguaya, que genera muchísimas ganancias. Los sectores involucrados en esta 
actividad en Maldonado no tienen dificultades económicas, acumulan ganancias desde hace muchos años. La 
situación es: buque insignia con empresarios que ganan mucho, con trabajadores que ganan sueldos de 
hambre, represión antisindical, actitudes de interrogatorio a los trabajadores ante supuestos delitos, 
prohibición a afiliarse a los sindicatos, despidos por afiliación a sindicatos. Por este motivo, solicité que se 
remita la versión taquigráfica de esta reunión al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al Ministerio de 
Turismo y Deporte. Valoraría en alto grado un comentario del Ministerio de Turismo y Deporte sobre esta 
situación que se está dando en Maldonado. 


Sé que estas palabras a veces no resultan muy simpáticas para algunas Cámaras o patronales que 
habitualmente son convocadas a la Comisión de Legislación del Trabajo, pero como mi organización política 
no me designó para ser simpático, sino para tratar de ser coherente en defensa de los intereses de los 
trabajadores, voy a seguir actuando así. 


Como ya lo planteó el señor Diputado Groba y nos informó Secretaría, nos llegó una invitación de la Junta 
Departamental de Maldonado para realizar una jornada de trabajo con ellos. Tal vez, el próximo lunes 31 la 
Comisión podría trasladarse hasta allí. En esa oportunidad, mantendríamos reuniones con trabajadores y 
empresarios, no solo del sector gastronómico. Seguramente, la Junta Departamental de Maldonado va a 
ofrecer a la Comisión la posibilidad de trabajar allí o en otro local. Proponemos que la Comisión funcione 
durante todo el día, se reúna con la Junta, como se ha ofrecido, con los Diputados del departamento y pueda 
comunicar a la prensa su preocupación por la situación que se denuncia en el sector. Ojalá podamos llegar a 
la próxima temporada alta de turismo, de Maldonado y Punta del Este en particular, con cambios sustanciales 
en las relaciones laborales, en el cumplimiento de las leyes, que no se están cumpliendo, que se están 
violando. Por eso es bueno que la Comisión tome cartas en el asunto, así como el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social -que seguramente lo viene haciendo- y la Inspección General del Trabajo. 


Insisto: valoraría muchísimo los comentarios que pudiera hacer el Ministerio de Turismo y Deporte sobre 
esta situación. 


SEÑOR TIERNO.- Coincido en todo con el señor Diputado Puig. Creo que también hay que 
incorporar en esa visita, que estamos de acuerdo realizar, una solicitud de entrevista con el Intendente 
y con la Comisión de Trabajo de la Junta Departamental. También, solicito que la versión taquigráfica 
de esta reunión sea enviada a la Comisión de Turismo de la Cámara de Diputados. 


Nosotros tenemos relación y conocimiento personal con autoridades el Ministerio de Turismo fuera del 
ámbito político y vamos a intentar, como dijo el Diputado Puig, que el Ministerio se expida respecto a esta 
temática. 


Como dije, las acusaciones son elocuentes, gravísimas; no son de ahora y se dan a lo largo y ancho de todo el 
país. Pero como ustedes lo manifestaron, este sector es el buque insignia de la economía en Uruguay, con 
más de US$ 1.300:000.000 de divisas para nuestro país, en constante crecimiento y, por suerte, con mucho 
más gente trabajando en el sector. No se pueden desconocer las realidades que lamentablemente se están 
dando. Hay cuestiones que no pasan por aumentar el salario, sino por la buena voluntad para mejorar las 
condiciones de trabajo de quienes son en definitiva una parte muy importante de cada empresa, como son los 
trabajadores. Creo que hay que aprender mucho. Nosotros como legisladores debemos aprender mucho, pero 
me parece que también quienes están al frente de los emprendimientos gastronómicos y hoteleros en nuestro 
país, sobre todo en lo que tiene que ver con las relaciones laborales y personales. 


Estoy totalmente de acuerdo en que esa visita se haga el lunes 31, durante todo el día. Esperemos que 
después de la visita de esta Comisión se pueda mejorar el diálogo, las condiciones de trabajo y que el año que 
viene, cuando le veamos las patas a la sota a una nueva temporada turística, con números que vamos a 
manejar todos, se puedan llegar a mejorar los salarios de los trabajadores que, por lo que ustedes 
manifestaron, en muchos de los casos no dan para mantener una familia y tampoco para tener la cara 
simpática que en el sector turismo se pide a los trabajadores porque son la cara visible de esos 
emprendimientos que, como se dijo, son de muchísimos millones de dólares, pero que no se ven reflejados en 
quienes debería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cursaremos la versión taquigráfica de esta reunión a los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Turismo y Deporte y enviaremos una nota especial al Director de 
Trabajo y a la Comisión de Turismo. 


Vamos a hacer una agenda para el 31. Invitaremos también a la Cámara de Turismo, porque es bueno 
escuchar todas las partes. Creo que va a ser beneficioso para todos. 


Como dijo el señor Diputado Groba, apostamos a relaciones plenas, duraderas, responsables, empresarios 
exitosos, capaces de compartir la riqueza con nosotros. 


Agradecemos su presencia y estaremos allá el lunes 31. 
(Se retira de Sala el Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay) 


———- En virtud de que en este momento la Comisión tiene el quórum reglamentario, se va a votar la 
propuesta realizada por el señor Diputado Puig en el sentido de formar una Subcomisión de esta Comisión de 
Legislación del Trabajo, integrada por el Presidente, Vicepresidente y el Diputado por el departamento de 
Salto, a fin de que se ocupe del asunto relativo a los ex trabajadores de Salto Grande. 


(Se vota) 

——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

(Ocupa la Presidencia el señor Representante Puig) 

(Ingresa a Sala una delegación de representantes de la Unión de Sindicatos Policiales) 


——— La Comisión de Trabajo y Seguridad Social da la bienvenida a los señores Richard Ferreira, integrante 
de la Mesa Representativa de la Unión de Sindicatos Policiales, Gustavo Fugues, Fabricio Ríos y Luis Murín, 
delegados de la USIP. Además, les pedimos disculpas por la demora en atenderlos, pero recibirlos en el día de 
hoy implicó ubicarlos en una agenda con varias delegaciones, algunas de las cuales se extendieron en el 
tiempo dispuesto debido a situaciones realmente graves, como denuncias por represión sindical, como el caso 
del Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay, que se acaba de retirar. 


SEÑOR RÍOS.- Soy Presidente del Sindicato de Policías de Montevideo, que integra la Unión de 
Sindicatos Policiales, de la que forman parte la mayoría de los sindicatos del Uruguay, a excepción de 
uno del interior y otro de Montevideo. "Tenemos alrededor de 9.000 afiliados. Somos los más 
representativos en la rama. 


Venimos a presentar un proyecto trabajado entre todos los compañeros sobre reforma de la Ley Orgánica 
Policial ya que, a nuestro entender, debe ser actualizada por no apegarse a lo que es hoy en día la Policía. 


SEÑOR FERREIRA.- Soy delegado del Sindicato Policial de Cerro Largo ante la USIP y suplente por 
la USIP ante la Mesa Representativa del PIT-CNT, de acuerdo con lo resuelto en su último Congreso 
Nacional. 


Humildemente, hemos concurrido a presentarles un anteproyecto para que quien corresponda lo trabaje y lo 
estudie, pensando en una Policía democrática, como queremos para quienes estamos hoy desempeñándonos 
en la función policial y para quienes vendrán. 


La actual Ley Orgánica Policial fue promulgada y puesta en práctica en la década del setenta, período oscuro 
del Uruguay que muchos no queremos recordar y quisiéramos que ni siquiera estuviera en nuestra historia. 
Nos tocó vivir una Ley Orgánica bastante militarizada. Consideramos que la Policía de hoy no tiene nada que 
ver con la de la década del setenta. Tenemos otra realidad; vivimos en un Estado de derecho bastante 
diferente al de aquella época. 


Por lo tanto, modificar la Ley Orgánica Policial implica también emitir un juicio de valor acorde a la época, 
como sucede con otras leyes. Si la Ley Orgánica Policial, en su momento, constituyó un juicio de valor que 
tuvo que ver con militarizar la Policía, consideramos que hoy el juicio de valor desde el Poder Legislativo 
debe apuntar a democratizar dicha institución, haciéndola más civil y humana. 


Desde esta perspectiva, analizamos algunos puntos que resaltan en el anteproyecto que proponemos. Cabe 
señalar que hasta ahora hemos venido trabajando en esta iniciativa con los Ministerios del Interior y de 
Trabajo y Seguridad Social, en ámbitos bipartitos y tripartitos, en las áreas relativas a género y equidad, salud 
laboral y en la modificación del Reglamento General de Disciplina, que es algo que teníamos pendiente hace 
mucho tiempo los sindicatos policiales. Hemos logrado dar ese paso en un trabajo bipartito con el Ministerio 
del Interior. 


La cuestión es que si no hubiera una modificación de la Ley Orgánica, todo lo que se ha logrado hasta hoy 
por parte del movimiento sindical y la Administración del Estado podría ser echado por la borda con un 
simple cambio de mando del Ministerio del Interior. Entonces, es necesario tener un respaldo legal, como el 
de la Ley Orgánica Policial, que acompase estos cambios que se han generado en el ámbito Ministerial de 
diálogo con los trabajadores, de tener en cuenta el movimiento sindical. Venimos trabajando muy bien en 
esos ámbitos y consideramos que eso se debe valorar. 


Para comenzar el análisis, cabe señalar que la Ley Orgánica Policial se refiere a la Policía como la fuerza 
pública. Esto nos choca porque hablar de fuerza es hablar de castigo, de imponer, y no consideramos que la 
Policía hoy deba imponer nada, sino que solo debe hacer que se cumpla la ley como auxiliar de la Justicia. 
Por lo tanto, consideramos que la expresión "fuerza pública" debe ser cambiada por la de "guardia civil". Es 
un cambio que parece simple, pero que de fondo tiene un efecto muy importante que es el de dar a la Policía 
otra presencia en la sociedad. Hablamos de que la inseguridad es un problema importante en la Cartera del 
Ministerio; entonces, empecemos por cambiar nuestra interna, asignando a la Policía un término adecuado, 
como el de guardia civil. No somos la fuerza; somos los guardias civiles que estamos al lado del ciudadano. 
Ejemplo de ello ha sido la puesta en práctica de la Policía Comunitaria, que ha trabajado con los liceos, con 
las mesas de convivencia, en los barrios, y ha demostrado que se puede tener una Policía civil y no 
militarizada. La Policía no debe ser solamente el brazo armado, como lo fue en la década del setenta. 
Consideramos que la fuerza pública es incoherente con el Estado de derecho; por tanto, necesitamos un 
guardia civil que esté al lado del ciudadano. 


Otro punto a tratar es la situación de retiro que nos toca enfrentar, que es bastante inusual teniendo en cuenta 
el derecho laboral. La Ley Orgánica Policial prevé que el policía, aunque esté en situación de retiro, mantiene 
el estado policial. Esto significa que un policía, a pesar de jubilarse, sigue siendo policía. Esto va contra los 
principios del derecho laboral porque conlleva un estado de esclavitud: un policía se jubila, pero sigue 
teniendo los mismos deberes y obligaciones que tiene uno en actividad. Entonces, para algunas cosas lo 
consideran un tipo de trabajador y, para otras, no. Esto tiene que cambiar; tiene que acabarse la esclavitud del 
trabajador policial para el resto de la vida, "in eternum". Si un policía se jubila, debe terminar su compromiso 
con la institución policial, como sucede con el resto de los trabajadores. 


Otro ítem a tratar es el de policía las 24 horas. Este es un término manejado por los mandos medios de la 
Policía, respaldados en esta ley de la década del setenta, donde se dice que el policía tiene que prestar 
servicio las 24 horas. Error: mi deber con la ciudadanía es durante las 24 horas, pero yo no tengo por qué 
prestar servicio las 24 horas. Amparándose en este concepto, por ejemplo, en la Jefatura de Cerro Largo se 
hacía cumplir servicios de recargo a los policías. Trabajaban ocho horas y por orden del Comisario iban a 
trabajar ocho horas más, y no estaban cumpliendo el Servicio 222; trabajaban ocho horas más por la misma 
remuneración de las ocho horas. Esta costumbre se terminó en 2009, luego de un largo período de lucha y 
reclamos de parte de los dirigentes sindicales, que fueron sancionados hasta con siete días. Estamos hablando 
de sanciones con privación de libertad, que eran inconstitucionales, pero que sucedían. El compañero se 
negaba a hacer ese servicio porque superaba sus ocho horas de trabajo y era sancionado. 


Eso se logró revertir después de mucha lucha. Recién esta Administración ha tomado conciencia de esto y ha 
hecho respetar las ocho horas de trabajo. Por lo tanto, la permanencia y el estado policial durante las 24 horas 
es un concepto que debe eliminarse de la Ley Orgánica. 


En ese sentido, acompañamos la postura del artículo 2” de la Ley de Procedimiento Policial. Creemos que es 
la mejor forma de establecer que el funcionario policial tiene ese deber, pero no nos parece conveniente 
hablar del servicio permanente a la comunidad, porque no podemos; somos humanos y tenemos que trabajar 
ocho horas y descansar ocho horas. De lo contrario, se estarían violentando nuestros derechos. 


Además, se nos trata como trabajadores "full time" y se nos paga como empleados que cumplimos ocho 
horas. Esto no es menor. 


El artículo 30 del proyecto presentado establece que se deben respetar los límites constitucionales y legales 
previendo las órdenes manifiestamente ilegales. Cuando hablamos de "órdenes manifiestamente ilegales" no 
estamos hablando de una utopía, de algo irreal; notamos todo los días en la Policía que órdenes 
manifiestamente ilegales son dadas por los superiores. Los mandos medios siguen dando órdenes 
manifiestamente ilegales, que el personal subalterno debe cumplir. De lo contrario, se lo toma como un 
insubordinado y se lo sanciona con descuentos pecuniarios de uno, dos, tres, cinco o hasta quince días de 
trabajo. Esto debe ser acompasado con el cambio que generó la Ley de Procedimiento Policial. La Ley_N* 
18.315 establece que ante una orden manifiestamente ilegal el policía se puede negar a cumplirla. Esto no 
sucede, porque los policías siguen teniendo miedo. Estamos hablando de una desigualdad entre un mando 
superior, un mando medio y un mando inferior, es decir, alguien que cumple órdenes y que, por lo tanto, no le 
da la capacidad de imponerse sobre su mando superior. Le es difícil hacerlo; para eso está el movimiento 
sindical. Para eso hemos luchado y hemos cambiado un montón de cosas. Necesitamos el cambio legal para 
seguir trabajando y modificando a la Policía como el Uruguay se merece, en un Estado de derecho. 


Sabemos que en este período de cambio y de surgimiento de los sindicatos policiales, el pleno ejercicio de las 
libertades sindicales nos ha sido difícil, a pesar de los buenos resultados que hemos tenido a nivel salarial y 
de mejora de condiciones de trabajo. Más allá de la negativa o de los resquemores de los mandos medios 
asociados al Círculo Policial, donde están los señores Oficiales, los que se benefician del servicio policial y 
de la orden de ir a cumplir servicios de más de ocho horas, se han impuesto ante nosotros y han intentado 
influir por todas las vías posibles. Lamentamos que haya gente que siga queriendo valerse del poder que el 
grado accidental y la ley le da, para imponer sus intereses personales. Nosotros no buscamos intereses 
personales; el movimiento sindical busca el interés de los trabajadores. En esa búsqueda, se debe proteger la 
libertad sindical. 


La libertad sindical no está protegida en la Ley Orgánica. Por lo tanto, lo que existe hoy es nada más que un 
amparo a criterio de la Administración que hoy está al frente -al igual que en la Legislatura anterior -y ha 
considerado a los sindicatos de los trabajadores policiales para la consulta y discusión de algunos temas, pero 
esto puede cambiar de un día para el otro. Basta un cambio dentro del Ministerio y de los vientos políticos en 
Uruguay para que terminen las libertades sindicales. Por eso pensamos que las libertades sindicales deben 
estar consagradas en la Ley Orgánica, porque es lo que nos merecemos como trabajadores que somos. La 
OIT lo dice, y lo remarca la Constitución: el derecho a sindicalizarse es de todos y la ley y el Estado deben 
velar por eso. 


Desde las tiendas de la oficialidad se ha defendido la postura del antisindicalismo diciendo que genera 
indisciplina, lo cual -siempre existió en la Policía, hasta en la época de la dictadura, siendo sancionados como 
lo fueron. Por lo tanto, el castigo no es disciplina. Si quiero disciplinar a mi hijo, lo debo educar y luego 


castigar. La Policía no recibe cursos de capacitación desde que se egresa hasta diez o quince años después. 
Eso no es una Policía profesional; eso no es una Policía democrática. La Policía tiene que estar actualizada y 
capacitada. La disciplina no se logra solo por el castigo, las sanciones con privación de libertad o las 
sanciones de quince o veinte días de descuento del jornal. La disciplina se genera por la formación, y también 
debe ser impuesta a los mandos y no solo a los subalternos. 


También pretendemos que se elimine la división de clases dentro de la Policía, y se deje de considerar que 
hay una casta superior y otra inferior, donde la oficialidad son los privilegiados y los subalternos 
simplemente servidores y cumplidores de órdenes. 


Estos cambios le hacen bien a la Policía y a la ciudadanía. Ejemplo de ello es el cambio en la ventanilla de 
atención en el Hospital Policial. Antes había una ventanilla exclusiva para señores oficiales y otra para el 
personal subalterno. La Administración del Estado ha considerado conveniente retirar esa diferenciación y 
hacer una ventanilla única para todos. Eso ha cambiado absolutamente la atención al público. Es más rápida, 
más democrática. Se siente la igualdad entre el personal policial. Cuando estoy esperando que me den una 
hora para un médico y me tratan de la misma manera que a un oficial o a un comisario, me hace sentir bien, y 
no degradado ante una persona que tiene las mismas condiciones humanas que yo. Lo único que tiene es un 
poder que le da la ley para mandar en el trabajo. Entonces, los cambios vienen al modificar la postura de 
castas que tiene la Ley Orgánica. 


Ni que hablar de la privación de libertad, que fue un tema discutido. En ese sentido, los sindicatos policiales 
llevamos casi siete años de lucha, y el arresto a rigor aún no ha sido eliminado de la ley. Y mientras esté 
establecido en la ley el superior lo puede aplicar. El arresto a rigor queda a consideración de la 
Administración; esta -ha tenido la consideración de revertir las sanciones con privación de libertad por 
sanciones pecuniarias, con lo que tampoco estamos de acuerdo, pero eso se está discutiendo conjuntamente 
con el régimen de disciplina propuesto por el sindicato policial al Ministerio del Interior. Pensamos que la 
sanción con privación de libertad debe ser eliminada de la Ley Orgánica, que es superior al Reglamento 
General de Disciplina. Por lo tanto, siguiendo el orden jerárquico, necesitamos que esta práctica sea 
eliminada de la Ley Orgánica para que el nuevo Reglamento General de Disciplina que proponemos, y en el 
que estamos trabajando con el Ministerio, tenga valor. De lo contrario, de nada servirían los cambios. 


Estos cambios son urgentes y necesarios. No podemos pensar en una Policía democrática, en mejorar la 
seguridad de un país con una policía militarizada, que lo único que hace es cumplir órdenes. Debemos tener 
policías que piensen antes de reaccionar cuando cumplen servicios en un banco, cuando entran a una zona 
marginal, cuando se enfrentan a un problema de familia. Necesitamos policías que piensen, y para eso 
queremos cambios. 


El sindicato policial pretende una jornada laboral de seis horas de trabajo y dos de capacitación. Además, 
exige que para ingresar a la Policía se debe contar con ciclo básico y con capacitación permanente. Para que 
la Policía sea profesional necesita una capacitación permanente. No podemos hablar de una Policía 
profesional, como se establece en la Ley Orgánica, cuando lo único que hacemos -corriendo -son tres meses 
en una escuela, leemos la Ley Orgánica, nos enseñan que ese es el instituto máximo dentro de la jerarquía, y 
nos hacen olvidar que existe una Constitución y otras leyes que guardan nuestros derechos. En la escuela no 
nos enseñan los derechos; nos enseñan los deberes y las obligaciones, y se nos trata como objetos, cuando en 
realidad somos personas, trabajadores, que tenemos derechos. 


SEÑOR FUGUES.- Pertenezco al sindicato policial de Artigas. Actualmente integramos la USIP, y nos 
reconocen como el sindicato mayoritario. 


Nuestra intención es atacar a la Ley Orgánica, que es la columna vertebral del funcionamiento policial. 


El compañero que me antecedió en el uso de la palabra expresó una serie de modificaciones que pretendemos 
se contemplen en una nueva ley. Sabemos que la oficialidad ha presentado un nuevo proyecto, que para 
nosotros es totalmente aberrante, porque nos lleva veinte años hacia atrás, haciendo pesar más aún la 
superioridad, cuando nosotros lo que pretendemos es ser tratados como personas y como trabajadores. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


——— No venimos aquí a traer planteamientos concretos de los sindicatos de ningún lugar del país; abordamos 
esto porque es lo que consideramos prioritario. Según -lo que surja de la nueva Ley Orgánica tendremos un 
Reglamento General de Disciplina y una evaluación positiva para los procedimientos. 


Nuestra aspiración es modificar la Ley Orgánica para mejorar el funcionamiento policial. Tal vez, no 
tengamos razón en todos los planteamientos, pero son los que creemos conveniente para lograr un buen 
funcionamiento. 


SEÑOR MURÍN.- Quiero recalcar algunos puntos medulares de esta reforma de la Ley Orgánica 
Policial que nosotros proponemos al Parlamento. 


Con este proyecto de ley pretendemos una Policía más profesional en todos los niveles. Estamos hablando de 
liberar el escalafón policial. Esto implica que para formar parte de la Policía se deba ingresar como agente e 
ir haciendo carrera hasta llegar a Jefe, si a la persona le dan los años y la capacidad. De esta forma, el policía 
que el día de mañana sea jefe, sabrá lo que es estar en la calle, tratar con los compañeros y meterse en 
cantegriles. Así evitaremos lo que actualmente sucede en varios lugares, donde el jefe, por tener esa jerarquía, 
manda al policía a algún operativo y no se pone en su lugar cuando tiene que tomar decisiones que son muy 
importantes, y que van a cambiar su vida. 


Nosotros tenemos un dicho: "El que entra a la Policía camina por una delgada línea: de un lado tiene la cárcel 
y del otro, el cementerio”. Eso es lo que queremos cambiar. 


Hoy en día somos policías las veinticuatro horas. Hace aproximadamente un mes, en Colón, un compañero 
que pertenece a Radiopatrulla, iba con su familia en su vehículo, paró porque vio que se estaba por efectuar 
una rapiña, y actuó. Hirió a uno de los delincuentes y capturó al otro. Esa es la función que cumple un policía 
por vocación. 


La reforma de la Ley Orgánica implica que luego de las ocho horas, cada uno actúa a conciencia. Creo que 
casi todos los policías que están actuando en la actualidad lo hacen a conciencia, porque tienen un tsunami de 
cosas en contra y muy poquitas a favor. 


Cuando propusimos el cambio en el Reglamento General de Disciplina lo hicimos porque castiga al policía y 
no lo premia. - 


Nosotros pasamos ocho horas en el trabajo y tres, cuatro o hasta cinco horas en el Juzgado. Ha pasado que 
policías han actuado bien pero no fueron respaldados por el Poder Judicial; hablo de auxiliares de la Justicia, 
pero no se nos respalda. 


Necesitamos una Policía más profesional. ¿Cómo podemos conseguir una Policía profesional en poco 
tiempo? Reformando la Ley Orgánica en dos aspectos. En la parte medular, que es hacer que la Policía 
cumpla una función acorde a los tiempos que corren, dejando de lado lo que se vivió en los setenta, cuando 
surgió esta ley. 


Nosotros también proponemos la reducción de los grados para hacer más ágil el ascenso y, por sobre todo, la 
profesionalización. Sabemos que esto va a tener mucha resistencia, pero vuelvo a lo mismo. El objetivo es 
hacer que la Policía sea técnico profesional y no lo vamos a poder conseguir si no cambiamos ciertas cosas 
que actualmente están vigentes. 


Buscamos la liberalización del escalafón para que se incentive al policía. Digo esto porque el personal 
subalterno llega a Suboficial Mayor, que es el grado más alto al que pueden aspirar, pero quedan ahí. Tienen 
años por delante, son muy buenos policías y, sin embargo, su carrera se ve truncada porque hay una ley que 
les impide seguir ascendiendo. Hay que descontar que si esos policías pudieran seguir ascendiendo, en el día 
de mañana podrían llegar a ser excelentes jefes. Acá debemos aprender una cosa: la diferencia entre el 
Ejército y la Policía es que el primero está para cumplir órdenes y que la Policía está para pensar por sí 
misma. Cada policía es independiente, es una unidad individual; debe tomar decisiones basadas en su juicio, 
en su conocimiento y tiene que hacerlo en cuestión de segundos. No tiene que pedir permiso a nadie para 
actuar. Entonces, si partimos de esa base, una cosa es ser jefe y otra, líder. Nosotros buscamos que la Policía, 


en el día de mañana, pueda tener buenos líderes y que sus pares les respondan. Hablamos de una 
diferenciación. 


Al día de hoy, por un lado tenemos a los oficiales y por el otro el personal subalterno. Es así como se 
diferencia; sin embargo, somos todos policías. El delincuente no distingue entre un oficial o un subalterno: es 
un policía y punto. 


SEÑOR RÍOS.- Quiero hablar sobre la sindicalización. 


Como todo funcionario, creo que tenemos derecho a pelear por nuestros compañeros porque hay problemas 
de funcionamiento, salariales, etcétera. Hasta hace diez años, no había solución y todo quedaba tapado. Creo 
que esta Ley Orgánica que tenemos ahora fue usada por los jefes para ejercer abuso de poder y para obtener 
rédito propio. Quienes tenemos varios años en la Policía sabemos que es así. Ese fue uno de los incentivos 
para entrar en los sindicatos policiales y la idea es luchar por los derechos de los compañeros. Hay que 
aclarar que nosotros defendemos lo defendible y no las vivezas. 


Considero que esta Ley Orgánica vigente es obsoleta y que permite que las jerarquías puedan abusar de los 
de abajo. A veces, los errores los cometen ellos pero pagan los chicos; eso ha pasado siempre. Es hora de que 
haya una ley que nos ampare y que nos dé la seguridad de que podemos proteger a los compañeros. No 
podemos pensar que se nos va a sacar el derecho de pelear por lo que es justo si cambia el Gobierno. Ser 
policía no quiere decir que no seamos trabajadores. Somos padres de familia, tenemos hijos y debemos pagar 
impuestos como todo el mundo. Si tenemos obligaciones, también tenemos el derecho de defender lo que es 
justo. Acá nadie va a defender a una persona que hace mal un procedimiento, que roba, etcétera. 
Simplemente, queremos defender el salario y oponernos a las cosas injustas, y con esta ley eso no se puede 
llevar a cabo. 


Por todo esto, la Unión de Sindicatos Policiales pide una revisión, de modo de llegar a un acuerdo en estos 
puntos. 


SEÑOR PUIG.- La sindicalización de los trabajadores policiales es un dato importante de la 
democracia que hay que seguir profundizando. 


Nosotros no tenemos conocimiento del ingreso al Parlamento de un proyecto de ley modificativo de la Ley 
Orgánica Policial. Pero también es cierto que un proyecto con esas características ingresaría por la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y no por esta Comisión. De cualquier 
manera, creo que este es un aporte muy importante. El hecho de plantear una reforma de la Ley Orgánica 
para hacer a la Policía más democrática demuestra la madurez de los sindicatos policiales. Hablamos de una 
ley que viene de la dictadura, generada en sus etapas previas, y que respondió a esa realidad. 


Habría que conversar con el Ministerio del Interior para saber qué piensa porque en más de una oportunidad 
ha planteado una reforma de la Ley Orgánica Policial. Me parece que esos ámbitos que ustedes planteaban 
con los Ministerios del Interior y de Trabajo y Seguridad Social sirven para que se escuchen los reclamos de 
los trabajadores. La Comisión va a estudiar este tema y va a consultar si ha ingresado otro proyecto. En todo 
caso, propongo que este anteproyecto de modificación de la Ley Orgánica Policial entregado por la Unión de 
Sindicatos Policiales sea remitido a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración porque sería un elemento útil. 


Estamos a las órdenes si fuera necesario habilitar ámbitos de intercambio y nos gustaría poder participar en 
esa discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a recordar algunas palabras de autoridades del Ministerio en el sentido 
de que seguramente antes de fin de año sería presentada en el Parlamento un proyecto para renovar la 
Ley Orgánica. Vamos a creer en eso y vamos a hacer las averiguaciones correspondientes al respecto. 


Quiero hacer una exhortación a la USIP. Valoro muchísimo lo que ustedes hacen, pero tienen que esforzarse 
aún más. En algunos departamentos hay dos, tres o hasta cuatro sindicatos que no son capaces de unirse. 


Aquel adagio que dice: "Divide y gobernarás" es cierto, porque por el hecho de no estar unidos, no tienen 
fuerza ninguna. Quizás tengan que trabajar mucho más para conseguir todos los cometidos. 


Les agradecemos vuestra presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


